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En la sociedad colonial, la presencia de vastos sectores de la población de 
especial vulnerabilidad, advertía la particular tensión entre los principios 
cristianos de amor permanentemente proclamados y un afán desmesurado 
de poder y riquezas que llevaba a preterirlos. 

Indios, mestizos, negros esclavos y libertos, mujeres y hombres eran la 
expresión concreta de ese doloroso desajuste. 

Lo hemos resumido con la palabra pobre, refiriendo una pobreza coactiva-
mente impuesta, determinada por un sistema político y económico perverso, 
que no dejaba abrir opciones de existencia. 

La justicia judicial no estaba en condiciones, por sí misma, de remediar las 
situaciones de una sociedad en conflicto con sus propias ideas. 

Ceñida al caso, se revelaba como una respuesta insuficiente, ante hechos 
que al multiplicarse la desbordaban. 

Sin embargo, sus significados fueron más allá de sus propios límites. 

Tuvo un valor ejemplar, no solo por una jurisprudencia que fue reabriendo 
cada definición judicial, sino porque la justicia social abrevó en sus fuentes, 
para recoger sus contenidos y asignarles un sentido general. 

Su difícil tarea, a veces subsumida en las perplejidades del sistema, 
realizada por jueces, abogados, asesores, defensores, fue la levadura de las 
transformaciones que avecinaban para la defensa del pobre, luego de 1810. 



El respeto a la dignidad de cada persona por el solo hecho de serlo. 

La luminosa Asamblea del año XIII fue luego la portadora de ese feliz 
designio. 

Dr. Héctor Negri 
Presidente - Ministro Decano 

Suprema Corte de Justicia 
de la Provincia de Buenos Aires 
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Al colonizar España las tierras de América, trasladó sus instituciones, entre 
ellas las comunales, que adquirirían características propias de acuerdo a la socie-
dad en la que se desarrollaran. 

Cuando se creaba un nuevo poblado nacía un cabildo: "Los cabildos tradu-
cían legalmente la existencia de una ciudad, dándole jerarquía política que distin-
guía de las simples agrupaciones urbanas convirtiéndose en un símbolo 
del gobierno de la ciudad y estructurándose de acuerdo a los modelos de los 
cabildos españoles. 

Se ocupaban de reglamentar la exacción y distribución de rentas, de los tri-
butos reales, las obras públicas y privadas, del comercio, la sanidad y hospita-
les, el abasto público y lo referente a las cárceles. Al mismo tiempo establecía 
el ceremonial de las fiestas comunales: de allí su ubicación geográfica, frente a 
la Plaza Mayor, centro de la trama urbana de las ciudades indianas, donde los 
vendedores de alimentos ofrecían sus productos, pudiéndose a la vez armar un 
ruedo para corrida de toros. En algunas ocasiones se llevaban a cabo ceremonias 
religiosas y en otras, se exponían los castigos de una justicia ejemplificadora. 

Hacia el año 1580, luego del reparto de tierras de Juan de Garay, se previó 
la fundación de un Cabildo integrado por los vecinos2 para la organización y 
administración de la ciudad. Estos vecinos se reunían en sus casas particulares. 

En 1608 se levantó una sede precaria compuesta por dos locales. Recién en 
1725 se construyó un edificio propio. 

El mismo Cabildo, cada año luego del receso (entre Navidad y el 1° de ene-
ro), elegía a sus funcionarios. Por ser Buenos Aires una ciudad mercantil, la 
mayoría de los puestos eran ocupados por comerciantes. Otros funcionarios 
eran elegidos por el Rey o sus representantes, con cargos vitalicios. Se regían 
por las normas emanadas de la corona y por sus propias normas: las ordenan-
zas municipales. Estaba integrado por varios regidores (número que variaba 
de acuerdo a la categoría de la ciudad), alcaldes ordinarios, alférez real y al-
guacil mayor, con cargos electivos. Por otro lado, con cargos permanentes se 
hallaban el fiel ejecutor, el procurador, el escribano, el mayordomo, el deposi-
tario y un escaso personal. 



- Santa obra de la caridad que tienen los yndios de este reyno 
con sus prójimos. El primer nueva coránica y buen gobierno. 
Felipe Guamán Poma. 

- Negros criollos engañan a indias prostitutas. El primer nueva 
corónica y buen gobierno. Felipe Guamán Poma. 

Los regidores eran legos y tenían a su cargo la función de gobernar y con-
trolar la vida de la ciudad. Usualmente ocupaban los cargos de alférez, defen-
sor de Menores, de defensor de pobres y fiel ejecutor. 

El cargo de Defensor de Pobres tiene su origen en la ordenanzas del Cabildo 
de Buenos Aires redactadas en 1666 y aprobadas por el Rey en 1695. "En atención 
a que la causa más piadosa que puede haber, es la de redimir la prisión a cualquier pobre 
que esté en ella, ordenamos que un regidor, el que el cabildo a principio del año señalare, 
asista a las visitas y habiéndose informado de las causas de los pobres que hubiera, pida 
en su nombre su soltura y tenga particular cuidado 

Durante el período de colonización española, la Corona se preocupó por pro-
teger jurídicamente a los pobres a través del Defensor de Pobres. 

De tal manera, junto a esta figura del Cabildo, se encontraba el Procurador de 
Pobres de la Real Audiencia, encargado de atender las causas de los desvalidos 
en esa instancia judicial. 

En la época hispánica, "los procuradores numerarios eran los puentes o vínculos 
obligatorios entre los litigantes y los aparatos de administración de justicia del Rey"*. Su 
función era estrictamente necesaria, dado que aunque las partes tuvieran otro 
tipo de representación particular, se veían en la obligación de "ceder sus poderes a 
un procurador numerario para poder iniciar o defenderse en un proceso contencioso y ser 
escuchado en estrados" ya que un personero o gestor tenía que estar matriculado 
en el tribunal para fungir como procurador"5. 



- El mestizo, hijo de español e india. Miguel Cabrera. - El mulato, hijo de español y negra. Miguel Cabrera. 

El cargo de Procurador de Pobres de la Real Audiencia aparece en Castilla en 
14856. Era un cargo no letrado que se ejercía a la par de un Abogado de Pobres. 
Pero en las audiencias coloniales, especialmente en las de menor jerarquía, era 
común que ambos cargos se unificaran7. 

En la Real Audiencia de Buenos Aires, de los expedientes analizados, surgió 
la presencia al menos de un abogado de pobres y dos procuradores: uno para las 
causas civiles y otro para las criminales. 

¿ituMcián de ¿oA^pabjieA 

En la concepción de la pobreza, hallamos un brusco cambio con el paso de 
la Edad Media a la Edad Moderna, momento en el que también aparecen los 
primeros estados en Europa. De la pobreza relacionada a otros valores (austeri-
dad) que predicaba el cristianismo, se pasa a la pobreza relacionada con el vicio 
y el delito. 

"Efectivamente, en la Edad Moderna se había producido ya un cambio de importancia 
con respecto a la consideración de. la pobreza o la mendicidad. Si durante la Edad Media, 
a partir del pensamiento tomista que difundió con su propio ejemplo Santo Tomás, éstos 
habían sido valores relacionados con la resignación y austeridad que predicaba el Cris-
tianismo, en la Edad Moderna había pasado a convertirse en manifestaciones propias del 
vicio, la delincuencia y la depravación moral, que suponían un peligro para la sociedad y 
requerían la acción de las autoridades. 

De. ser una cuestión privada, en beneficio tanto del pobre (que a través de. la austeri-
dad se entregaba a Dios y hallaba la salvación), como del rico o pudiente (que encontraba 



- El corregidor de minas castiga a los indios. El primer nueva 
coránica y buen gobierno. Felipe Guamán Poma. 

- El corregidor manda a azotar a un alcalde indio por un negro 
esclavo. El primer nueva coránica y buen gobierno. Felipe 
Guamán Poma. 

también en la caridad un medio de acercarse al cielo), la mendicidad se había convertido 
en un problema público. Los intereses sociales de la nueva población urbana, la defensa 
de un nuevo valor de propiedad volcado cada vez más sobre los bienes materiales y fungi-
bles, y no meramente sobre los inmuebles, y la difícil búsqueda de la paz social por parte 
de. un poder público debilitado, para el que este sector de. la población era un peligroso 
foco de. conflictos, fueron, en consecuencia, los elementos que sin duda precipitaron el 
cambio de mentalidad con respecto a la pobreza. La comunidad pública o el nuevo con-
cepto de «Estado», el bien común, si lo preferimos, se impuso así también en esta cuestión 
sobre la individualidad medieval"8. 

El cambio de mentalidad llevó a la distinción entre aquellos pobres que me-
recían la caridad y la asistencia del Estado y los que eran pobres fingidos que sólo 
buscaban beneficiarse de la mendicidad. Esto desembocó en el repudio de la 
pobreza y en la situación de orfandad social de enormes sectores de la población. 

Resulta muy ilustrativa la distinción entre pobreza solemne y pobreza vergon-
zante; basada en la pertenencia o exclusión de algún grupo de parentesco (real o 
ficticio) que permitía la vigencia de las relaciones sociales de protección, amparo 
y caridad pública y privada. Esta maraña de relaciones subsumía al individuo 
como tal, creando una trama que reproducía un supuesto ordenamiento divino, 
donde no se daba a todos por igual, sino a cada uno lo que le correspondía según 
dicho ordenamiento, concepción que también sería aplicada para la administra-
ción de justicia. 

"La «pobreza solemne» es la relación social de. inopia o carencia de bienes materiales, 
que no permite realizar las funciones sociales y ceremoniales que corresponden a las 



- Cómo los españoles maltratan a sus esclavos africanos. El pri-
mer nueva corónica y buen gobierno. Felipe Guamán Poma. 

- Cofradía andina de los veinticuatro hermanos, modelo de po-
licía y cristiandad. El primer nueva corónica y buen gobierno. 
Felipe Guamán Poma. 

personas de un estrato determinado. Pero a la vez, ella obliga a observar ciertas conduc-
tas específicas propias de. su grupo social: vestir «decentemente» a las hijas doncellas 
disponibles para el casamiento; dar a los hijos varones estudios, bienes y relaciones para 
iniciarse en el comercio o en el servicio eclesiástico; mantener la posesión de una casa y 
solar en la ciudad y; por sobre todas las cosas, no solicitar limosna públicamente. 

En cambio, la «pobreza vergonzante» es la relación social de. carencia casi completa de 
bienes materiales con los que satisfacer las necesidades económicas y sociales mínimas, 
a lo que se añade la carencia absoluta de. amparo y de. relaciones sociales que ayuden a 
sobrellevarla y superarla. Estas son las personas que especialmente se encuentran en 
«orfandad social». 

La «pobreza vergonzante» corresponde a la cada vez más numerosa plebe urbana; la 
situación de inopia o carencia de bienes materiales es la misma de quienes son concep-
tualizados como «pobres solemnes». Pero por la falta de una contención de un grupo de 
parentesco real o ficticio, desarrollan un conjunto de. conductas que los convierten en 
pobres «vergonzantes»: recurrencia a la limosna privada o pública, al trabajo ocasional, 
al «medro barroco» y/o a la delincuencia""9. 

Mientras los pobres solemnes podían integrar los estratos más bajos del patri-
ciado y recibir algún tipo de ayuda de parte de la sociedad y del Estado, siempre 
y cuando llevaran su pobreza justamente con solemnidad, los pobres vergonzantes 
pertenecían a la plebe en contraposición a la gente noble y estaban vinculados 
con el ocio, la vagancia y el delito. 

En consecuencia, los pobres vergonzantes eran españoles pobres, indios desa-
rraigados de sus pueblos, mestizos, pardos y morenos libertos. Se hallaban situa-



- La ciudad del Cielo, reservada para los buenos pobres 
pecadores. El primer nueva corónica y buen gobierno. Felipe 
Guamán Poma. 

dos en un difuso límite entre pobreza y delincuencia, ya que entre sus actividades 
para subsistir se encontraban el latrocinio y el abigeato. No recibían ningún tipo 
de asistencia en la llamada "ospitalidad colonial". 

Pero en la sociedad colonial (incluido el Río de la Plata) se agregaba un nuevo 
factor de desigualdad: la división de la sociedad en castas. "La ley difiere para cada 
estrato social, cuando no para cada persona, en una justicia del caso concreto, determina-
do según las desigualdades sociales definidas"'^°. 

Un bando del gobernador Vértiz de 1770, establecía, para la misma contra-
vención, penas diversas según se tratara de españoles "o Persona que goce privi-
legio de tal", o de negros, mulatos, indios y mestizos. En estos últimos casos, la 
pena aplicada generalmente eran los azotes11. 

Un ejemplo de la aplicación de esta pena a aquellas personas pertenecientes a 
algunas de las castas, lo hallamos en el pueblo indígena de San Juan Evangelista 
de Tobosí (actual Costa Rica, dependiente en la época colonial de la Audiencia 
de Guatemala), donde Catalina Pérez fue acusada de filicidio por la muerte de 
su hijo Joseph Pascual, de 12 años. 

El niño murió al recibir, supuestamente, un severo castigo por parte de su 
madre, lo que puso en funcionamiento el engranaje judicial indiano. "En la ma-
ñana del 5 de agosto de 1781 fue interrumpida la cotidianidad de la vieja metrópoli car-
taginesa con la llegada hasta la Plaza Mayor de una comitiva de indígenas procedentes 
del pueblo San Juan Evangelista de Tobosí. Dicho cortejo a la cabeza del Alcalde, quien 
junto con «otros vecinos principales» traían amarrada a la indígena Catalina Pérez, a la 
vez que portaban el cadáver de su hijo Joseph Pascual". 



- Ciudad del Infierno, castigo de los soberbiosos pecadores y ricos 
que no temen a Dios. El primer nueva corónica y buen gobierno. 
Felipe Guamán Poma. 

La declaración de los testigos comprometía la situación de la acusada, "^a 
quien reputándose por menor según su calidad, y ser necesario por esta razón nombrarle 
defensor que la defienda y asista a verla jurar". Luego de las actuaciones del Pro-
motor Fiscal, el Defensor argumentó que "tanto la acusada como los testigos en su 
calidad de indígenas eran «menores de edad» y en consecuencia las declaraciones contra 
«esta infeliz y miserable yndia», no merecían el crédito requerido para dar por hecho el 
filicidio que se le atribuía a Catalina". 

En la siguiente instancia, el juicio trascendió el marco comunal de Cartago, 
tomando intervención la Real Audiencia de Guatemala, la cual, luego del dicta-
men del Asesor letrado, condenó a Catalina Pérez en cincuenta azotes que le 
serán dados en la picota y quatro años de reclusión en la cárcel de mujeres""1^. 

Abordando otro ejemplo, en el año 1802, luego de asaltar la población de Las 
Víboras en la Banda Oriental, los integrantes de una banda fueron sentencia-
dos a muerte. Pero uno de ellos, Lorenzo Salay, aducía pertenecer a la realeza 
húngara, narrando un sin fin de peripecias que lo condujeron al Río de la Plata. 
Ante esta repentina revelación de su condición de noble, la sentencia de muerte 
fue inmediatamente paralizada y Salay pasó a ser tratado con gran deferencia, 
hasta que las contradicciones en su relato evidenciaron que se trataba de un em-
bustero. El proceso se reanudó y el reo, despojado de sus títulos de nobleza, fue 
finalmente ahorcado13. 

Contrariamente a la situación del príncipe húngaro, en el año 1760, un esclavo 
asesinó (en estado de ebriedad) de tres puñaladas a un vecino de Catamarca. Se 
observó allí toda la crueldad del sistema sobre un negro esclavo, no sólo conde-



- Manuel Rodrigues de la Vega. Defensor de Pobres 1776 y 
1779. 

nado a muerte sino también a la infamante mutilación de su cadáver: "Qué salga 
de la cárcel y arrastrado a la cola de un jumento, marche por las calles de dicha ciudad 
de Catamarca, con voz de pregonero sea así llevado hasta la picota, en donde puesto una 
soga al pescuezo s.. le dé garrote, y ahorcado hasta que naturalmente muera. Sin quitarle 
del cuello el arma con que efectuó el delito, se mantenga su cuerpo colgado en la horca 
veinticuatro horas cumplidas y con guardias; lo cual ejecutado, se le corten las manos 
y claven, con dicha arma corta (es decir con el cuchillo que cometió el crimen) en las 
puertas arriba de dicha cárcel, para escarmiento de otros en adelante; sobre que la justicia 
tendrá especial cuidado que no se quiten las dichas manos"'^'4. 

Los indios, negros, mestizos, mulatos y otras caracterizaciones raciales, esta-
ban expuestos, junto a los pobres en general, a una mayor crueldad del sistema 
judicial, que en muchas ocasiones los condenaba a la muerte o a la aplicación de 
diversas penas corporales. 

Por otra parte, al ser enfocada desde un punto de vista religioso, la pobreza 
era asociada al concepto de enfermedad, ya que en la sociedad colonial, el pobre 
y el enfermo eran personas desvalidas, merecedores de la piedad cristiana. Esta 
asimilación surgió, incluso, de las Leyes de Indias: mandamos que con espe-
cial cuidado provean que en todos los pueblos de Españoles e Indios de sus provincias y 
jurisdicciones, se funden hospitales, donde sean curados los pobres enfermos y se ejercite 
la caridad cristiana"15. 

Junto a esta ospitalidad colonial instrumentada por intermedio de las cofradías 
y hospitales, instituciones con claras connotaciones medievales y cristianas, el 



- Ordenanza Municipal del 13 de octubre de 1814. Vista parcial del capítulo 10. 
Del Defensor de Pobres. 

Estado indiano también participaba de la asistencia a los pobres, especialmen-
te a partir del proceso de secularización iniciado en el siglo XVIII, pudiendo 
reconocer las solicitudes de los pobres a un trato más indulgente por parte de 
la justicia, a través de una declaración formal por parte de alguna institución 
(preferentemente la Audiencia), que en el Río de la Plata se denominó Informa-
ción de pobreza. 

"El reconocimiento estatal a las solicitudes de los pobres para que se les habilite un 
trato condescendiente por parte de la justicia, así como para contar con la caridad pú-
blica de las limosnas del hospital, recibe distintos nombres en cada región. En Buenos 
Aires se llama «Información de pobreza»; en Nueva España se conoce como «Beneficio 
de Pobreza» universitario al reconocimiento estatal de la solicitud de ayuda para los 
estudios superiores; en el distrito de Jujuy, se denomina «Declaración de Pobreza» al 
pedido a las autoridades coloniales de una declaración formal que habilite consideracio-
nes legales especiales"'^'6. 

Esta declaración equivalía a ser considerado pobre solemne y permitía presen-
tarse en causas judiciales sin abonar honorarios y con la representación del De-
fensor de Pobres. 

W)i '^^e/ejiJ^oA cíe. ^W^oJifiJió w ia^ aAfjdjejixiJxjj eÁÍaJxjÉ 

Al ser la justicia administrada por el Cabildo la de menor cuantía, era la que 
presentaba una mayor vinculación con los sectores humildes y excluidos de la 
sociedad colonial. De allí que se tornara necesaria en su seno la figura del Defen-
sor de Pobres. "Esa primera instancia, como justicia menor, era la más sencilla y fácil. 
Juzgaba de las deudas de habitación, alimentación y vestido, así como otras obligaciones, 
contravenciones, etc. Quedaban en el hecho, íntimamente vinculados, los alcaldes, a las 
clases inferiores de la sociedad colonial"17. De todos modos, la vinculación era sólo 



- Vista de la Ciudad de Buenos-Ayres. Fernando Brambilla. 

circunstancial, ya que hallarse en situación de pobreza dentro de la sociedad 
colonial impedía, entre otras cosas, el ejercicio de cargos públicos, por el hecho 
de que éstos requerían muchas veces el asesoramiento (rentado) de profesio-
nales del derecho. Así, por ejemplo, el cura párroco de Exaltación de la Cruz se 
oponía a fines del siglo XVIII, a la elección de un Alcalde de Hermandad (cargo 
no rentado), argumentando que el mismo "es un pobre que no tiene con que costear 
escribiente, Abogado, y otras cosas que son necesarias para ejercer debidamente el refe-
rido cargo""1^. 

El acceso a la justicia de los sectores humildes y marginados buscaba legi-
timar el dominio de la administración colonial americana, pues "pretendía ser 
una forma de contención y control social de una plebe que hacia fines del siglo XVIII 
era percibida como peligrosa, ignorante, ociosa y propensa a cometer crímenes"'^'9. Pero 
también, en muchos casos, los sectores subalternos de la sociedad colonial, "uti-
lizaban las leyes en beneficio propio, para resguardar los derechos que les aseguraba la 
legislación vigente"^°. 

La complejidad de las causas que debían tramitar los alcaldes de primer y se-
gundo voto (jueces legos), principalmente a partir de la segunda mitad del siglo 
XVIII, tuvieron dos importantes consecuencias: a) la necesidad del asesoramien-
to letrado y b) la creación de los cargos de Defensor de Pobres y de Asesor Gene-
ral de Menores. Estos últimos, provistos por el Cabildo, recaían generalmente en 
alguno de los regidores del cuerpo capitular, quienes debían ejercerlo en forma 
gratuita por el término de un año21. 

El Cabildo de Buenos Aires designó desde principios del siglo XVIII un De-
fensor de Pobres22. El Gobernador dispuso en 1761 la fusión de las defensorías 
de pobres y menores, que pasaron a ser desempeñadas por un solo regidor, pero 
pocos años después, en 1764, estas funciones fueron definitivamente separadas. 



/, ° '^^ÍR.eg.iíoru Defensor de Pobres toca agitar eCdespachou (a defensa de las 

causas criminales de ios pobres deteníaos en la Cárcel u en los ^xospítates, 
r r í í í í í I í í í 

2, ° Los pobres en io civil u ios esclavos destinados á ias panaderías ú otro lugar 
de correccion, serán protegidos por el Defensor, del mismo modo que los C riminales 
no solo en primera Instancia sino también en segunda en los Juzgados y ante los 
Jueces en que no tengan defensor por la Cámara de ^apelaciones, 

° EÍdefensor hará que eí^^lcalde de la Cárceílé dé semanalmente una razón de 
los pobres que entren en ella , de sus causas, y de los Juzgados en que giran. 

4,° ^xa de visitar personalmente la Cárcel, el P^residio, los ^xospitales, ^dospi-
cios^anaderiay casas de corrección, informándose de los padecimientos que sufran los 
pobres, bien sea porjabta de cumplimiento de las Ordenanzas que hayapara ebgobier-

11 no de dichas casas, ó bienoor la demora de sus causas, enterándose de bos perjuicios que 
se les infieran por la mala prosecución de ellas,y de las accíonesjavoravles que puedan 
íntentarseDara verificarlas inmediatamente. 

5, ° Celará con el mayor esmero la actividad de los Escribanos en las diligencias y 
actuaciones que bes competan; y reciaOtmará toda vez que advierta hallarse infringidos 
los derechos de sus protegidos, 

6,°IDará cuenta el ^Ayuntamiento siempre que note en mal estado las navitacio-
nes de la Cárcel, debPresidbo, ó de los Hospitabs, ó que se asiste mabá los presos, 
para que se remedien oportunamente los dañosque resultan de la mala disposición de 
dichas casas, de sufetidez, desaseo,y humedadb, como tamben de la calidad de los 
alimentos, 

7,° Deve asistir á todas las visitas de Cárcel asi semanales, como generales, P'ro-
curará cuando tenga necesidad, que los Escribanos le den una razon debEstado debas 
causas de los pobres,,^ igual á la que presentan á los Jueces en las mismas visitas; de 
manera que sepa ebDefensor cuantos presos hay á su cargo, la naturalezay estado de 
sus causas^ los dias que lleva cada una de prision, 

8, ° EbDefensor de Pobres, si no fuese ^^bogado, se dirigirá forzosamente por 
quien lo sea, prévio el nombramiento del ^Ayuntamiento á propuesta 

del mismo 
^Diefensor, y obtenida la aprobación Suprema, se tomará razon del nombramiento y 
prestará eCjuramento de la Ley, 

9, ° Ocurrirá con prontitud, por medio de su ^^sesor, á los casos que repentinamente 
ocurrany aprovechará las excepciones y defensasjavorabbes que muchas veces no al-
canza á conocer, ó conoce tarde, el que carece de la ciencia del derecho, 

10,° En las visitas de Cárcebasistirá ebDefensor con su ^^sesor, ó ^^bogado, 
quien tomará asiento después de los ^^sesores de los ^^lcaldes, 

11,° EbDiefensor de P'obresgozará ba dotación sobre (osfondos públicos, de ocho-
cientos pesos anuales que se destinarán para su ^^sesor cuando éfino sea ^^bogado, 

- Transcripción del capítulo 10 de la Ordenanza del 13 de octubre de 1814. 



Conjuntamente con sus deberes de asistencia jurídica, muchas veces los de-
fensores de pobres también resultaban comisionados para supervisar las condi-
ciones de detención de los presos en la Real Cárcel, con el objeto que las mismas 
no se tornaran denigrantes para la condición humana. En ciertas ocasiones, has-
ta llegaron a encargarse de la recolección de los fondos para la manutención de 
los presos (alimentación y vestuario). 

La situación de la cárcel llegó a presentar gravísimas condiciones para los 
reos internados en ella, debido a los problemas derivados de la precaria infraes-
tructura edilicia y de la superpoblación de presidiarios. Ante ello, en 1782 el 
Cabildo encargó al Síndico Procurador General, la compra de un inmueble para 
ampliar la capacidad de la cárcel, lo que se efectivizó gracias a la colaboración de 
don Manuel Rodríguez de la Vega, único Defensor de Pobres en ejercer el cargo 
durante dos períodos: 1776 y 1779. "Rodríguez de la Vega prestó al cabildo la suma de 
ocho mil trescientos cincuenta pesos a un interés del 5% anual, expresando que gustosa-
mente daba a crédito esa suma porque tenía pleno conocimiento de las necesidades de los 
presos por haber ejercido el cargo de. Defensor de. Pobres"^^. 

Durante su gestión de 1779, de la Vega "elevó una representación al Cabildo dan-
do cuenta de la estrechez de los calabozos de la cárcel para la cantidad considerable de 
reclusos que se encontraban en la misma, proponiendo que se solucione esta situación"24. 

La concepción tradicional de la pobreza, influida por los valores del cristianis-
mo, no había desaparecido totalmente en las colonias americanas en el tránsito 
del siglo XVIII al XIX. La salvación aún podía alcanzarse mediante la realización 
de obras de caridad en una sociedad que todavía mantenía interrelacionadas las 
esferas del derecho, la moral y la religión. Por tal motivo, el cargo de Defensor 
de Pobres (no rentado) fue ejercido por prestigiosos vecinos, en su mayoría co-
merciantes, quienes buscaban demostrar misericordia y piedad hacia los pobres 
en busca de su salvación personal y de reafirmar su destacada posición social. 

Confirmando lo expuesto, el Cabildo en 1780 refería respecto a la función del 
Defensor de Pobres: "(^) este ilustre ayuntamiento ansioso de ejercer una caridad sin 
límites se ha apropiado desde su nacimiento el cuidado que por sus piadosos miembros se 
proteja a los pobres generalmente, elevando así sus corazones, y esclareciendo sus espíritus 
en el punto más interesante de nuestra católica relijión (^)"27. 

Para la sociedad colonial del siglo XVIII era válido el principio "donde no hay 
caridad no puede haber justicia". La función judicial, parte integrante de la activi-
dad gubernativa, era considerada como un deber de conciencia y un altísimo 
honor, basada en un ideal de justicia fundado en las normas morales y religiosas 
cuya misión era procurar el bien común. Será la intervención de los asesores 
letrados en los procedimientos judiciales (obligatoria a partir de 1811), el factor 
determinante en la disolución de la tríada Derecho-Moral-Religión y en el surgi-
miento de un nuevo ordenamiento jurídico. 

d O^idenanZa P^^iovvlAíonal de 1814 

La figura del Defensor de Pobres se mantuvo en el período patrio, con sus 
principios humanitarios, como se observa en la Ordenanza Provisional del Ca-
bildo del 13 de octubre de 1814, donde se reorganizó el cuerpo de regidores, 
aumentando en quince su número, estableciendo que uno de ellos, el Regidor 
Defensor de Pobres, debía "agitar el despacho y defensa de las causas criminales de 
los pobres", siendo además su obligación patrocinarlos en lo Civil. Debía visitar 



y ocuparse personalmente de ellos "en la cárcel, el presidio, los Hospitales, pana-
derías y casas de corrección", informando sobre los procedimientos o las demoras 
de sus causas. 

En caso de que el Regidor no fuese letrado, el Cabildo nombraba a un asesor 
letrado, pagado con fondos públicos. 

Estos principios de la Ordenanza se ampliaron en el Estatuto Provisional de 
1815. Finalmente la figura del Defensor de Pobres, después del régimen colonial 
y durante el período comprendido desde 1820 hasta la organización nacional, 
fue hallada en casi todas las constituciones provinciales como un funcionario del 
nuevo sistema judicial. 

(1) Zorraquí Becú, Ricardo. La Organización judicial Argentina en el período hispano. Biblioteca 
de la Sociedad de Historia Argentina XVIII. Librería del Plata. S.R.L., Buenos Aires, 1952. 

(2) Para ser vecino debía ser poblador, cabeza de familia y poseer propiedad. 
(3) Archivo General de la Nación, Acuerdos del extinguido Cabildo de Buenos Aires, T. IX, 

Buenos Aires, 1911, Talleres Gráficos Penitenciaria Nacional, p. 265. Torre Revelllo, José, Esta-
tutos y ordenanzas de la ciudad, Ed. Facsímil, Buenos Aires, 1939. 

(4) Gayol, Víctor, Los Procuradores de Número de la Real Audiencia de México, 1776-1824. Pro-
puesta para una historia de la administración de justicia en el antiguo régimen a través de sus opera-
rios, p. 119. 

(5) Ibíd., pp. 119-120. 
(6) Letinier, Rosine, Origen y evolución de las Audiencias en la Corona de Castilla, p. 232. 
(7) González, Carolina, El abogado y procurador de pobres: la representación de esclavos y esclavas 

a fines de la colonia y principios de la República, p. 82. 
(8) Ramos Vázquez, Isabel, Policía de vagos para las ciudades españolas del siglo XVIII.Introduc-

ción. En: Revista de Estudios Histórico-Jurídicos N° XXXI. Valparaíso, Chile, 2009. 
(9) Cruz, Enrique N., Pobreza, pobres y política social en el Río de la Plata, p. 107. 
(10) Mallo, Silvia C., La sociedad rioplatense ante la justicia. La transición del siglo XVIII al XIX, 

p. 14. 
(11) Zorraquín Becú, Ricardo, Organización jurídica, religiosa, política y administrativa del Río de 

la Plata, Paraguay, Tucumán y Cuyo. En: Levillier, Roberto, Historia Argentina. Tomo II, p. 1513. 
(12) Quirós Vargas, Claudia, La violencia comunal en el pueblo indígena de San Juan Evangelista 

de Tobosí: juicio criminal por "filicidio" contra Catalina Pérez, 1781. 
(13) Levene, Gustavo Gabriel, Nueva Historia Argentina. Tomo I, p. 324. 
(14) Ibíd., p. 325. 
(15) Ley 1°, Libro I, Título IV. 
(16) Cruz, Enrique N., op. cit., pp. 113-114. 
(17) Ruiz Guiñazú, La Magistratura Indiana, p. 286. 
(18) Archivo General de la Nación, Archivo Cabildo, 1797-1798, IX, 19.4.11, fs. 153-155. Cit. 

en: Tau Anzoátegui, Víctor, El Abogado del Cabildo de Buenos Aires durante el Virreinato. Tomo 
I, p. 86. 

(19) Rebagliati, Lucas Esteban, Caridad y control social en el Buenos Aires Virreinal: El caso del 
Defensor de Pobres (1776-1809), p. 1. 

(20) Ibíd., p. 5. 
(21) Rebagliatti, Lucas Esteban, op. cit., p. 1. 
(22) Zorraquín Becú, Ricardo, La justicia capitular durante la dominación española, p. 28. 
(24) Ibíd. 
(25) Di Meglio, Gabriel, ¡Viva el bajo Pueblo! La plebe urbana de Buenos Aires y la política entre 

la revolución de mayo y el rosismo, Ed. Prometeo, Buenos Aires, 2006. Cit. en Rebagliatti, Lucas 
Esteban, op. cit., p. 20. 
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"Causa Criminal seguida sobre averiguar quien dio muerte de una 
puñalada a Don Antonio Marcaire en la noche del 23 de diziembre contra 

Bernardo Agüero y Pedro Agüero con Bernardo Montiel" 

El expediente analizado fue un caso tí-
pico entre los que debían resolver los alcal-

des del Cabildo. 
En la puerta de una pulpería (en horas de la 

noche) se produjo una riña entre varias personas 
que dejó como saldo a don Antonio Marcaire herido 

de arma blanca. 
El Alcalde Ordinario de Segundo Voto comenzó la inves-

tigación y al poco tiempo le comunicaron el fallecimiento de la víctima, debido 
a la gravedad de las heridas sufridas. 

Detenidos tres sospechosos del homicidio, se dispuso a llamar por edictos y 
pregones a los reos fugitivos. 

Finalmente, el Agente Fiscal del Crimen acusó por la muerte de Antonio Mar-
caire a Bernardo Montiel, Bernabé Agüero y Juan Eloy, presos en la Real Cárcel, 
y a Mariano Rodríguez, alias "Larch", fugitivo de la justicia. Asimismo, solicitó 
para los imputados la aplicación de la pena ordinaria en estos casos: la muerte. 

El Regidor Defensor General de Pobres del Cabildo de Buenos Aires se pre-
sentó en representación de los acusados y solicitó la absolución de los mismos 
por falta de pruebas. 

El expediente se demoró en su trámite. Del hecho cometido en diciembre de 
1786, hacia octubre de 1790 seguía tramitándose, entre declaraciones de imputa-
dos, testigos, presentaciones del Fiscal y del Defensor. 

Juan Eloy murió en la cárcel y el cura de la Catedral de Buenos Aires, Dr. don 
Juan Caitano Fernández Agüero, presentó un escrito solicitando la libertad de 



- La seguridad del reo no exige tormento. Francisco de Goya 

Pedro Agüero, su esclavo, a lo que se hizo lugar por falta de pruebas en 
su contra. 

Finalmente, la causa quedó planteada contra el imputado Bernardo Montiel, 
quien desde el primer momento fue considerado el principal sospechoso 
del asesinato. 

El 9 de octubre de 1790 se dictó el fallo condenando al imputado Montiel a 
question de tormento, procedimiento jurídicamente regulado para obtener la reina 
de las pruebas: la confesión del acusado1. 

"Su aplicación fue objeto de una detallada reglamentación. Así, para atormen-
tar a un acusado era indispensable: que estuviera semiconvicto (tanto si no había 
indicios bastantes contra él, como si estaba plenamente convicto, no procedía la 
medida); que el delito cometido mereciera pena de muerte o corporal (la inquisición 
de la verdad no debía ser más dolorosa que la pena); que no se tratara de persona 
exenta por el derecho, como lo eran los menores de 14 años y los mayores de 70, 
mujeres preñadas, enfermos graves y, salvo por delitos graves, los nobles, clérigos, 
soldados, doctores, regidores y caballeros en general. La imposición del tormento 
tenía un procedimiento de intimaciones previas, suplicios progresivos, pausas y una 
duración limitada. La confesión hecha durante su transcurso no tenía validez si no 
era ratificada voluntariamente dentro de las 24 horas. Salvo el caso de los delitos 
más atroces, quien negaba sólo podía ser atormentado dos veces y si persistía en la 
negativa debía ser declarado inocente"2. 



- Presos en cepo. Francisco Fortuny 

La tortura como práctica judicial tiene una larga historia. Aparece perfecta-
mente reglada en el Digesto de Justiniano (Libro LVIII, De. questionibus). De allí se 
trasladaría al derecho español, donde en Las Siete Partidas, Alfonso X "el Sabio" 
advertía que "los prudentes antiguos han considerado bueno atormentar a los hombres 
para sacar de ellos la verdad" (VII, 30, De los tormentos)3. Claro que esta prudencia iba 
dirigida contra las gentes desposeídas y sin títulos nobiliarios; es decir, los pobres4. 
Ya el Código Teodosiano (438 d.C.) establecía la inaplicabilidad del tormento a los 
nobles y militares5. 

Asimismo, la mayor parte de los expedientes judiciales que instruía el Ca-
bildo estaban dirigidos contra indios, mestizos y negros6. Los casos en que se 
demandaba a nobles o funcionarios coloniales eran realmente excepcionales. 

En la Edad Media existían dos formas de procedimiento criminal: el acusato-
rio, de origen germánico, y el inquisitorio, de fuente romana. Mientras el prime-
ro era oral y público, y el juez, un tercero imparcial, quedando en manos de las 
partes ofrecer la prueba, el segundo era escrito y secreto, con el juez como gran 
protagonista, ya que era quien debía producir la prueba7. 

El derecho español adoptará el sistema inquisitorio y, con él, la utilización de 
la tortura judicial. 

Durante la segunda mitad del siglo XVIII, y especialmente desde la aparición 
del movimiento conocido como Ilustración, comenzaron a aparecer importantes 
opiniones contra la aplicación de las penas crueles -especialmente la pena de 
muerte- y contra la utilización de la tortura8. "Una crueldad consagrada por el uso 
entre la mayor parte de las naciones es la tortura del reo mientras se forma el proceso, 
o para obligarlo a confesar un delito, o para las contradicciones en que incurre, o por el 
descubrimiento de los cómplices, o por no sé cuál metafísica e incomprensible purgación 
de. la infamia, pero de. los cuales no es acusado""9. 



Este movimiento de impugnación contra el uso del tormento judicial provocó 
su abolición en varios países: Prusia (1754), Austria (1776), Francia (1788), Nápo-
les (1789) y otros estados menores. 

España recién procederá a abolir la tortura en la Constitución de Cádiz de 
1812 (art. 303), por lo que la aplicación de la question de tormento fue una prác-
tica legal durante todo el período indiano. Sin embargo su aplicación en el 
Río de la Plata fue poco frecuente, especialmente en las últimas décadas de la 
época colonial. 

Pero a pesar de todo, atento la legislación vigente, en esta causa Bernardo 
Montiel fue condenado por el Alcalde de Segundo Voto a ser interrogado bajo 
tortura. La sentencia se elevó en consulta a la Real Audiencia y una vez notifica-
das las partes, el defensor general de pobres Mariano Zabaleta apeló la misma 
y solicitó el pase de los autos al Abogado de Pobres de la Audiencia para que 
expresara agravios. 

Tocará al procurador de pobres en lo Criminal, Feliciano Antonio Chiclana, 
oponerse a la question de tormento sentenciada. 

En su extenso alegato, Chiclana analizó la legislación vigente buscando 
demostrar que no se daban en el caso imputado a Bernardo Montiel, las 
pruebas necesarias para proceder a atormentar al reo con "un medio tan re-
pugnante a la naturaleza". 

Según el expediente "La question de. tormento q.e es vno de. los medios adoptados 
p.r nra legislación p.a inquirir y averiguar la verdad q.e se duda, al paso q.e no puede 
aplicarse quando hay vna constancia plena del delito, tampoco puede condenarse áque la 
sufra ningún reo quando contra el no militan aquellos indicios y presunciones bastantes 
en concepto de la Ley p.a q.e se haga uso de vn medio tan aflictivo como repugnante ala 
naturaleza 

Si nos acercamos a los autos y a lo q.e de ellos resulta contra mi protegido Montiel 
se verá q.e lejos de. hallarse, calificadas las sospechas q.e la Ley determina en los reos q.e 

hande atormentar las q.e se han comprobado en el discurso de los autos le exoneran de 
toda responsabilidad en el omisidio deq.e se trata 

Esto es en sustancia lo q.e resulta de los autos sinq.e contra Montiel se halla adelan-
tado ningún indicio q.e le haga cómplice en aquel asesinato, como son el llebar armas la 
noche de la desgrasia ni encontrarsele la ropa con Sangre ni alguno otro de los q.e rara 
bez faltan en los perpetradores de. estos echos 

"De quanto queda expuesto se concluye q.e contra mi representado Montiel no mi-
litan aquellas semiplenas probanzas o vehementes indicios y presunciones q. e la Ley 
requiere p.a la Tortura pues la deposición de su Socio Rogriguez no produce vn merito 
capaz de exijirla, y los indicios negatibos como son no haberle visto arma ofensiva ni 
mancha de sangre ninguno delos concurrentes indusen á creer q.e el no tubo parte en el 
asesino; y q.e p.r tanto no á mediado ninguna de. las causas q.e. exijen el torm.to aq.e. sele 
á condenado; y q.e p.r lo mismo debe rebocarse la sentencia apelada: en cuios terminos 
reprodusiendo lo favorable y contradisiendo lo adberso". 

No resultaba sencilla la tarea del Procurador. La question de tormento era una 
herramienta legal y se encontraba perfectamente reglamentada en la legislación 
vigente. Por ello, el Defensor fundamentó la mayor parte de su escrito en el hecho 
de que no se daban en el caso los requisitos legales que permitían el tormento. 

A pesar de la insistencia del Alcalde de Segundo Voto en que se cumpliera 
su resolución, la Real Audiencia de Buenos Aires, en febrero de 1791, revocó la 
sentencia apelada, quedando extinguida la question de tormento. 



Finalmente, Montiel fue condenado a 8 años de presidio, a trabajar en las 
obras públicas de su Majestad y a recibir 200 azotes por las calles acostumbra-
das. El reo solicitó que se le conmutara la pena de azotes por un período de 
presidio y, conforme al cambio del paradigma del derecho penal de la época, se 
hizo lugar a su petición, imponiéndole un año más de presidio. 

(S^aíaá 

(1) Tomás y Valiente, Francisco, La tortura judicial en España, p. 7. 
(2) Levaggi, Abelardo, Historia del derecho penal argentino, p. 30. 
(3) Rodríguez Molas, Ricardo, Historia de la tortura y el orden represivo en la Argentina. Vol. II: 

Textos documentales, pp. 11-16. 
(4) Rodríguez Molas, Ricardo, Torturas, suplicios y otras violencias, En: Revista Todo es His-

toria N° 192, p. 10. 
(5) Salinas, Pablo Gabriel, La aplicación de la tortura en la República Argentina, p. 13. 
(6) Rodríguez Molas, Ricardo, Torturas, suplicios y otras violencias. En: Revista Todo es His-

toria N° 192, p. 16. 
(7) Mellor, Alec, La tortura, pp. 63-64. 
(8) Ripodas Ardanaz, Daisy, La obra "De tortura" de Azamor y Ramírez, eco rioplatense de una 

polémica famosa, p. 245. 
(9) Beccaria, Cesare, De los delitos y de las penas, cap. XVI: "Del tormento", pp. 87-88. 
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"Criminal contra Luis Belmonte por vago, jugador y haver insultado a 
una mujer casada" 

Luis Belmonte, natural de la ciudad de 
Buenos Aires, fue arrestado por el Tenien-

te Alcalde Mayor, por vago, jugador y mal 
entretenido; y además, por haber insultado a 

una mujer casada, de acuerdo a las palabras de 
algunos vecinos. 

A medida que los testigos realizaban sus declaracio-
nes bajo juramento, se develaron los hechos que dieron lugar 

a esta causa. Según Josef Vera "en dos ocasiones ha visto jugar a Belmonte^", que 
no tiene ningún oficio "ni más que el ejercicio de pescador" y que en una ocasión 
riñeron "sin armas y abofetearon; posteriormente quedaron amigos". 

Otro testigo, Ibañez, declaró que era vago, jugador y además sabía que era re-
querido por la justicia. Y que estuvo presente cuando insultó a la mujer casada, 
"con bastante escándalo""^, el 3 de febrero de 1786. 

De acuerdo a estos testimonios, se solicitó informe sobre el comportamien-
to social y ético del acusado, al cura párroco de la Iglesia de San Nicolás, don 
Hypólito Omega. El mismo manifestó que Belmonte no cumplía con la Iglesia 
y que era cierto que "su ejercicio no era otro que de andar vago y en juntas de juego". 
Por ello, en otra oportunidad, lo hizo comparecer a la Iglesia, instándolo a cam-
biar esos hábitos "nada conducentes al bien público"^. 



- El truco. Juan L. Camaña 

El primer informe requerido por la instrucción, mostraba la importancia que 
la Iglesia Católica en las colonias americanas y su compromiso de evangeliza-
ción y culturación social. 

El Fiscal, desestimó la acusación de haber insultado a la mujer casada, pues no 
hubo denuncia del marido (requisito indispensable para que tuviera curso legal), 
y porque, salvo Ibañez, el resto de los testigos nada decían al respecto; sólo men-
cionaban en sus declaraciones que conocían la amistad de Belmonte con la mujer, 
las discusiones públicas, pero dirigían su testimonio a las cualidades de vago. 

En su confesión, Luis Belmonte, expresó que no tenía oficio, pero que casi 
siempre se empleaba como pescador, otras veces como peón de obras y otras 
como picador de carretas. Que luego de haber adquirido algunos reales se ves-
tía, y con el sobrante jugaba: "entretanto tenía ganancia y hasta que totalmente se 
veía sin dinero, en este caso se restituía otra vez a tratar de su pesca, y con lo que esta 
producía continuaba el precitado juego lo mismo ha versado por el espacio de siete años 
mas o menos". 

También declaró que no había cumplido con los preceptos de la Iglesia "en 
orden de no haberse confesado que es cierto que ha huido de la justicia dos veces y mas 
hasta que lo arrestaron"^, y mencionó, que cuatro años atrás estuvo detenido en el 
presidio de las Barrancas a las órdenes del Ingeniero Director por estar jugando 
en una pulpería; pero que no le hicieron causa alguna. 

Para develar esta cuestión se consultó al Ingeniero Director, quien informó 
que por orden del señor Gobernador Intendente, de acuerdo al Superior Go-
bierno, comisionó al teniente de dragones, don Manuel Cerrato y al capitán de 
milicias don Manuel Inocencio de Iriarte con cuatro cabos de la Asamblea que 
al efecto destinó el excelentísimo señor Virrey a disposición de Su Señoría para 
prender cuantos vagos o viciosos se conocieren por tales en la ciudad y su dis-
trito. Y conducirlos al presidio, al cual ingresó Belmonte: "ha entrado en cadenas 
a este Real Presidio aplicado a trabajar en obras con el objeto de aumentar el 
costo minero con que contaba, y facilitar al pueblo el auxilio de que tanto necesita 
en la multiplicación de manos trabajadoras, y para no detener este alivio con las for-
malidades de justicia, ni ocupar los juzgados con la multitud de causas que (.) la 



- Pulpería de campaña. A Durand 

Gran Recolección de Vagos intentan mandarlo al Sr., Gobernador pongo en libertad 
con proporción al tiempo"^. 

La categoría de vago se reglamentó por primera vez en la Corona, por la 
Ordenanza Real de 17456, norma que se aplicó tanto en la metrópoli como en las 
colonias; principios que se encontraban en la Recopilación de Leyes de Indias 
(1680), donde se establecía, además, que los alcaldes de hermandad tenían como 
función prioritaria "refrenar los excesos cometidos en lugares yermos y despoblados, 
por la mucha gente ociosa, vagabunda y perdida, que vive en ellas". 

Otra ley de la Recopilación (IV, título IX, del libro VII) establecía la pena de 
azotes y trabajo. Y la mayoría de edad de este delito, en veinte años. 

Posteriormente se dio intervención al Regidor Defensor General de Pobres, 
quien solicitó que se absolviera y dejara en libertad al reo, de los delitos que se le 
imputaban, "mandar vale pongo en libertad sobreseyendo en la persecución de la causa 
como para ello suministra suficiente- merito el expediente. En este modo aparece contra 
Belmonte sirve que suele jugar con la plata que adquiere con la pesca después de comprar 
lo necesario para su subsistencia y en esto ya se deja conocer que nos es bagabundo, y que 
tiene el oficio de Pescador7, útil y necesario en la Republica; y si algunas veces juega al-
gunos Realillos no se ha justificado fuese en aquellos juegos que su Ma. tiene prohibidos 
como son las suertes y azar, y otros prohibidos por nuestro S.S. ni menos si la cantidad 
jugada excedio la cuota y que aquellas dispensan en los permitidos"8. 

Entre los años 1780 y 1790, período que comprende esta causa, aumentó el 
control social de la corona hacia las personas que no tenían un trabajo documen-
tado y fijo. 

Finamente se condenó a Luis Belmonte en veinte azotes, de acuerdo a lo in-
dicado en la legislación, aplicados en forma ordinaria, apercibiéndole, que si no 
trabajaba sin concurrir a juegos ni pendencias, sería castigado severamente. La 
pena fue más leve, teniendo en cuenta que estuvo en el presidio un año, "sin mas 
delito, ni prueba que la de bagar y generales declaraciones de testigos^""9. 



^^/atajS 

(1) 1786. "Criminal contra Luis Belmonte por vago, jugador, y haber insultado a una mujer casada". 
Archivo Histórico de la Provincia de Buenos Aires "Dr. Ricardo Levene". 5-5-78-11, pág. 2. 

(2) Idem 1, pág. 4. 
(3) Idem 1, pág. 4 vta. a 6. 
(4) Figura que reemplaza a los gobernadores en 1782, con facultades judiciales, gubernativas, 

económicas y militares. 
(5) Idem 1, pág. 8. 
(6) "El que sin oficio ni beneficio, hacienda ó renta vive, sin saberse de que venga la subsistencia por 

medios lícitos u honestos: el que teniendo algún patrimonio é emolumento, ó siendo hijo de familia, no se 
le conoce otro empleo que el de casas de juego, compañías mal opinadas, frecuencia de parajes sospechosos, 
y ninguna demostración de emprender destino en su esfera. El que vigoroso, sano y robusto de edad, y aún 
con lesión que no le impida excercer algún oficio, anda de puerta en puerta pidiendo limosna el que 
anduviere distraído por amancebamiento, juego o embriaguez el que teniendo oficio no le exerce mas 
del año, sin motivo justo para no ejercerlo: el que con pretexto de jornalero, si trabaja un día, lo dexa de 
hacer muchos, y el tiempo que había de ocuparse en las labores del campo, o recolección de frutos, lo gasta 
en la ociosidad (.) los que no tienen otro ejercicio que el de gaiteros, bolicheros y santinbancos; porque 
estos entretenimientos son permitidos solamente en los que viven de otro oficio ó ejercicio: los que andan 
de pueblo en pueblo con máquinas reales, linternas mágicas, perros y otros animales adiestrados, como las 
marmotinas, ó gatos que las imitan, con que aseguran su subsistencia, feriando sus habilidades, y las de 
los instrumentos que llevan, al dinero de los que quieren verlas, y al perjuicio de las medicinas que venden, 
haciendo creer que son remedios aprobados para todas las enfermedades: los que andan de unos pueblos 
a otros con mesas de turrón, melochas, cañas, dulces y otras golosinas". En: Ramos Vásquez, Isabel, 
Policía de vagos para las ciudades españolas del siglo XVIII. Revista de Estudios Históricos-Jurídicos. 
Sección Historia del Derecho Europeo. XXXI, Chile, Valparaíso, 2009, pág. 217-258. 

(7) El pescado en la colonia fue un alimento secundario; se utilizaba principalmente los días 
viernes (para los más devotos), los de vigilia y en Semana Santa. 

(8) Idem 1, pág. 14. 
(9) Idem 1, pág.20. 
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"Criminales contra Manuel Balenzuela por la muerte que dio 
a Josef Aruya indio" 

El crimen del indio Josef Aruya, cometi-
do por el español Manuel Balenzuela luego 

de una riña, puso en funcionamiento el siste-
ma judicial indiano. 

El expediente se inició con la nota del Alcalde 
de la Santa Hermandad comunicando el hecho de 

sangre al alcalde de segundo voto del Cabildo, Grego-
rio Ramos Mexía, quien actuaba como juez. 

Reconocido el cadáver por un cirujano, se estableció como 
causa de la muerte "una herida echa con instrumento perforante y cortante en la re-
gión umbilical con los intestinos rotos". 

Como se trataba de un maturrango1 empleado como peón de estancia, inter-
vino en su defensa el Regidor Defensor General de Pobres del Cabildo. 

Luego de un frondoso expediente (que incluía las declaraciones de innume-
rables testigos, vistas al Agente Fiscal y al Protector de Naturales, la búsqueda 
y captura del imputado que se había profugado, etc.), el reo fue condenado a la 
pena de 10 años de presidio y a cumplir tareas en obras públicas por el mismo 
término, sin goce de sueldo. 

Manuel Balenzuela solicitó, a través del regidor Defensor General de Pobres 
del Cabildo, que se le conmutara la pena aplicada por el "servicio de armas", es 
decir por su incorporación -en el mismo plazo de la condena- a los ejércitos o 
flotas de su Majestad. 

Teniendo en cuenta la fuga del reo luego de cometer el hecho, así como el 
momento de ser aprehendido, el Fiscal del Crimen prestó conformidad a la con-



- Documento del virrey Vértiz quien incluye a las Islas Maluinas bajo su jurisdicción. 

mutación de la pena, pero a su criterio, "sólo debería entenderse el servicio de las 
armas en los puertos de Maluinas^ o Patagones, a fin de evitar la fuga que en otro destino 
podría beneficiar, poniéndose en ese caso de acuerdo V.A. con el Exmo. Sr. Virrey 

Las Islas Malvinas resultaban un sitio ideal para la internación de reos peli-
grosos, atento su aislamiento, condición insular y clima inhóspito, que tornaban 
al presidio inmune a los intentos de evasión. 

Desde un principio, las Malvinas estuvieron sometidas a la autoridad resi-
dente en Buenos Aires, el Gobernador primero y el Virrey después. A pesar de 
ello, existen muy pocos documentos que hacen expresa referencia al presidio es-
pañol de las Islas Malvinas. Tampoco se lo menciona en el año 1767, al momento 
de tomar posesión de la colonia que habían formado los franceses en 1764. 

Sin embargo, más allá del silencio de los documentos del viaje y designación 
de su primer gobernador, don Felipe Ruiz Puente, ya en el mismo año 1767 apa-
recieron las primeras referencias al presidio y a la presencia de cinco desterrados3. 

Los presidios eran algo común en los puestos fronterizos de la Monarquía, 
como fue el caso de los fuertes y fortines del litoral atlántico y fluvial, de la fron-
tera con Portugal, y también de la línea divisoria con el infiel, como los que tenía 
la Corona en el resto de América, en África y en las Filipinas. Se buscaba dar 
solución a las necesidades del servicio del destacamento en artesanos, obreros, 
peones y gente de mar, es decir, el presidio servía para asegurar la permanencia 
del estandarte real en tan lejanas posesiones4. 

En el caso concreto de las Islas Malvinas, España mantenía una guarnición y 
una pequeña colonia denominada Puerto Soledad en la isla homónima desde el 
año 1766. Paralelamente, los británicos habían levantado una estación naval en 
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- El Fiscal del Crimen acepta la conmutación de penas. 

un islote de la Gran Malvina, lo que provocó un serio conflicto diplomático entre 
ambas potencias -que estuvieron al borde de la guerra- cuando los españoles 
desalojaron violentamente a los ingleses en 1770. Las apetencias británicas de 
establecerse en algún punto del Atlántico Sur, redundaron en la necesidad de 
mantener la colonia española en las Malvinas (a pesar de los rigores que el clima 
y la falta de la más mínima infraestructura provocaban en los moradores) la cual 
subsistió hasta 1811. 

La breve carta que el padre franciscano fray Sebastián Villanueva le envió a 
un amigo suyo, narra con crudeza la vida en las islas: "Amigo y querido dueño: yo 
quisiera escribirle una carta larguísima, dándole noticia de todo lo que es esta miserable 
tierra; porque en mi vida he visto, ni es capaz que haiga en todo el mundo tantas desdi-
chas juntas; porque no tiene toda esta isla, cosa ninguna buena Por fin no es posible 
escribir todas las miserias de. esta tierra. Vmd. finja allá en su imaginación lo peor que 
pueda, y finja, o pinte una tierra inhabitable. 

No le escribo mas porque se me yelan los dedos de frío, y para escribirle esta me 
he sentado en el suelo, porque la casa en donde vivo esta grande, que no cabe un hombre 
parado, y vivimos en ella tres. Vmd. dispénseme los cumplimientos por que más no pue-
do, y téngame reconocido por su amigo, aquí en cualquier parte, y esto sin lisonja. 

Yo quedo en este triste desierto, sufriendo todo por amor de. Dios, y rogando por Vmd 
me le guarde muchos años. Puerto de las Maluinas. 25 de Abril de 1767. 

Su afectísimo amigo. 
Fr. Sebastián Villanueva (Firma y rúbrica)"^. 



- Mapa español de las Islas Maluinas 1769-1770. 

Puerto Soledad tenía, también, sus propias tensiones internas. Al agobio de 
la vida que llevaba la Colonia, las duras condiciones climáticas y la falta de los 
medios materiales más elementales, se sumaba el problema de que muchos de 
sus pobladores eran presidiarios, lo que generaba conspiraciones y algunos he-
chos de violencia. 

Los expresados individuos fueron soldados de los Batallones de Infantería de 
Buenos Aires, y despedidos del servicio de las Armas, se les destina por tiempo de diez 
años a ración, y sin sueldo, a los trabajos de las Islas Malvinas, por el atentado de haber 
puesto en arresto al Comandante de la Isla de Martín García Don Nicolás de Miquelere-
na, estando de. guarnición en ella""6. Asimismo, el hacinamiento y la falta de mujeres 
causaban "hechos contrarios a la moral cristiana"^. 

Estos presidios funcionaban dentro de las guarniciones de guerra y marina, 
alojando a los condenados a destierro y trabajos públicos. Este tipo de pena fue 
tornándose muy popular a mediados del siglo XVIII "para toda clase de delitos, por 
el triple motivo de: suplir a la pena de muerte, que iniciaba su decadencia; combatir la 
ociosidad, al obligar al delincuente a reparar con su trabajo el mal causado a la sociedad, 
y -no menos importante- proporcionar brazos para las obras públicas y gente de tropa 
para los ejércitos, y de marinería para las armadas, elementos siempre escasos y difíciles 
de suplir entonces por otras vías"^. 

En este expediente, la previsión del Fiscal del Crimen de remitir al condena-
do a cumplir su pena a un presidio distante e insular, se vio rápidamente confir-
mada. Antes de que pudiera ser embarcado hacia su destino, Manuel Balenzuela 
se fugó junto a otros reos de la Real Cárcel de Buenos Aires, dejando trunco el 
cumplimiento de la condena de 10 años de prisión que le había sido impuesta 
por el crimen del indio Josef Aruya. 



(1) En la época de la Colonia, el término maturrango hacía referencia al español descendiente 
de la población andaluza que se convirtió al cristianismo luego de la reconquista, es decir, era 
sinónimo de morisco. 

(2) El nombre Maluinas proviene del puerto Bretón de Saint-Malo, lugar del cual partieron 
numerosos viajes de exploración de los mares del Sur durante el siglo XVII y principios del 
XVIII. Estos navegantes franceses, que descubrieron y exploraron las dos islas principales del 
archipiélago, comenzaron a referirse a las islas como "Isle et Archipel Malouin", en referencia al 
puerto del cual provenían todas estas expediciones. 

Durante el siglo XVIII, los españoles comenzaron a llamarlas islas Maluinas, lo cual consta 
en muchísimos documentos oficiales de la Corona Española. 

Posteriormente, la "u" fue trocada en "v", surgiendo el nombre actual del archipiélago: 
Malvinas. 

(3) Levaggi, Abelardo, El presidio español de las Islas Malvinas, pp. 352-353. 
(4) Levaggi, Abelardo, op. cit., pp. 351-352. Ruiz Moreno, Isidoro, El derecho de soberanía a las 

Islas Malvinas y adyacencias de la República Argentina, p. 8. 
(5) Carta del Padre Sebastián Villanueva, religioso franciscano de las Islas Malvinas, a un 

amigo; Archivo General de la Nación, Biblioteca Nacional t. 189. También en: Muñoz Azpiri, 
José Luis, Historia completa de las islas Malvinas, Tomo II, pp. 12-13; y Debenedetti, Edith C. y 
Lascano, Beatriz C., Datos sobre la misión espiritual de España en las Islas Malvinas, Revista Tra-
bajos y Comunicaciones N° 23, pp. 63-64. 

(6) Oficio del gobernador de Buenos Aires, Francisco de Paula Bucarelli, al gobernador de 
las Islas Maluinas, Felipe Ruiz Puente, AGN, IX, 16-9-1 (papel suelto); cit en. Levaggi, op. cit., 
p. 355. 

(7) Canclini, Arnoldo, Malvinas. Su historia en historias, pp. 50-51 y 59. 
(8) Levaggi, Abelardo, op. cit., pp. 351-352. 
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"Expediente promovido por el Defensor General de Pobres a nombre de 
Juachin Gonzalez, mulato esclabo de Dn. Juan Carlos Wright" 

El hecho sucedió en la ciudad de Buenos 
Aires en 1788. Intervino el Defensor General 

de Pobres en nombre del mulato Joachin Gonza-
lez contra su amo don Juan Carlos Wright, por los 

malos tratos propinados, ante el Juzgado de Primer 
Voto a cargo de Merlo. De acuerdo a lo que denunció 

Gonzalez, su amo lo mantenía en precarias condiciones, sin 
hacerse cargo de su alimentación ni de su asistencia ante el padecimiento de 
enfermedades. 

En este sentido, surgió del expediente: "sin darle de. (.) comer ni asistiole. en sus en-
fermedades, en las quales le ha sido presiso mendigar el favor y caridad en personas extrañas". 

Enterado Gonzalez de que su amo tenía intenciones de venderlo, "(.) solicitó 
papel de el para buscar comprador; y que no quiso darselo, otorgandole tan solo permiso 
verbal para que hiciese su dilig. (.) sin designarle precio cierto (.) desatendiendo el 
ofrecimiento de un indibiduo que se constituia fiador en la persona del mulato, y asegu-
raba su importancia o valor con una casa propia para trabajar en el oficio de. zapate-
ro, y diligenciar comprador". 

Ante esa difícil situación el Defensor General de Pobres tuvo que bregar por 
las condiciones a las que estaba siendo sometido el mulato; ya que todo escla-
vo que no estuviese contento con su amo, podía, si encontraba comprador, ser 
transferido por el precio fijado por la ley. 

La historiografía tradicional ha minimizando la existencia -así como la in-
fluencia- de la presencia de afrodescendientes en la Buenos Aires colonial, lo que 



- Señoras por la mañana. Moulin 

derivó en la completa invisibilización de dicho sector social. Entonces, ¿qué rol 
desempeñaron estos esclavos en la sociedad del Virreinato del Río de la Plata?, 
¿cuál fue su experiencia en estas tierras? 

En Argentina, a principios del siglo XIX, los negros eran cerca del 35% de la 
población de Buenos Aires, pero su presencia real en la ciudad fue olvidada, mal 
recordada, o incluso negada. 

Buenos Aires tuvo esclavos desde su primera fundación, ya que los trajo Pe-
dro de Mendoza. El censo de 1778 arrojaba resultados muy elevados de negros 
en las provincias de mayor producción agrícola: el 54% en Santiago del Estero, 
el 52% en Catamarca, el 46% en Salta, el 44% en Córdoba, el 42% en Tucumán, 
el 24% en Mendoza, el 20% en La Rioja, el 16% en San Juan, el 13% en Jujuy, el 
9% en San Luis. En el resto de las provincias también constituían una parte im-
portante de la población. En cuanto a la ciudad de Buenos Aires el mismo censo 
cifraba en 15.719 la cantidad de españoles, 1.288 la de mestizos e indios y 7.268 
la de mulatos y negros. Los barrios porteños de San Telmo y Montserrat alojaron 
a gran cantidad de ellos, aunque la mayor parte fue al interior. 

Durante las travesías del Atlántico debían soportar terribles condiciones sa-
nitarias: viajaban amontonados, mal alimentados y sometidos a la brutalidad de 
los traficantes. Ingresaron fundamentalmente a través de los puertos de Buenos 
Aires, Montevideo, Valparaíso y Río de Janeiro. Buenos Aires era una especie 
de centro distribuidor de esclavos. Desde allí se los vendía y se los llevaba a los 
distintos puntos del Virreinato. 



- Pulpería en la ciudad. Isola 

Los esclavos, únicos negros que llegaron al Río de la Plata, se consideraban 
piezas de comercio y figuraban en inventarios y tasaciones apenas en lugar di-
ferente al del ganado, posiblemente debido al alto precio que significaban. Fue-
ron destinados principalmente a las labores de agricultura, ganadería, trabajo 
doméstico y, en menor medida, artesanía. Quienes desarrollaban estas últimas 
labores, las vendían y los réditos eran percibidos por sus patrones. También des-
pertó el interés de particulares la compra de negros como inversión, pues podían 
alquilarlos, obteniendo una renta mensual. Su valor comercial era grande y su 
propiedad significaba riqueza, fuente de ingresos y status social. 

El contrabando esclavo fue facilitado por varios factores: el delta que forma-
ban el río Paraná con el Uruguay, la cercanía de las posiciones portuguesas, las 
posibilidades de desembarcar los negros en la costa bonaerense, la carencia de 
medios militares y navales para combatir los desembarcos clandestinos, el in-
greso de buques de arribada forzosa y la complicidad de los funcionarios reales 
y cabildantes. 

Entre 1492 y 1789, en América hispana, no existió un cuerpo legal que estu-
viera referido a la condición del negro esclavo. Pero sí existieron disposiciones 
aisladas, Reales Órdenes o Reales Cédulas referidas, sin estructurar un cuerpo 
legal orgánico. 

Hacia fines del siglo XVIII el comercio negrero estaba amparado y legislado 
por dos Reales Órdenes (1791 y 1798), y podían practicarlo españoles y extranje-
ros. La diferencia más notable era que los españoles podían introducir junto con 



los negros mercaderías variadas, mientras que los extranjeros no. Ambos tenían 
ciertas franquicias, como la de no pagar impuestos en el primer ingreso, aunque 
consuetudinariamente, el esclavo de las leyes de Indias era, jurídicamente, el 
siervo de las leyes de Partidas, principal cuerpo de legislación castellana. Allí les 
otorgaban a su existencia algunos precarios conceptos de humanidad, influidos 
por las ideas del cristianismo. "En cuanto cosa, objeto del Derecho, decía la ley 6° en 
el título XXI que el señor tenía 'llano poder' sobre su siervo 'para hacer de él lo que qui-
siese' pero aclaraba que con todo eso, no lo debía matar, ni lastimar, aunque 
i.. hubiese dado motivo, a menos que tuviera mandamiento del juez del lugar. Tampoco 
lo debía herir, de manera que fuese contra razón de naturaleza, ni matarlo de hambre, 
salvo, si lo había hallado con su mujer, o con su hija, o si había cometido otra falta se-
mejante, porque entonces lo podía matar"1. Asimismo, "en la segunda mitad del siglo 
XVII, nuevos conceptos legales vinieron a completar el cuadro jurídico de la esclavitud 
en Indias, ya que en España había prácticamente desaparecido la institución o, la 
distinción entre libres y esclavos se hallaba 'desconocida'"2. En este contexto manaron 
las leyes humanitarias dictadas por Carlos IV, durante el ministerio del Conde 
de Floridablanca, que ofrecían más amparo del que tenían hasta ese momento 
los esclavos de América. 

Su situación en esta región era un poco más benigna que en el resto de las so-
ciedades esclavistas americanas, tal como surge del expediente. Cuando la convi-
vencia era insostenible, el esclavo terminaba solicitando ante la justicia el cambio 
de amo3; y esto era justamente lo que reclamaba en esta causa el Defensor. 

Aunque sin mucho éxito para el mulato Joachin Gonzalez, ya que sólo con-
siguió las instancias necesarias para ser tasado mediante la intervención de un 
Perito: el Defensor que haviendole por presentado en forma a nombre del referido 
Gonzales se sirva mandar a Dn. Carlos Wrigth le de el papel de venta que solicita con 
designación de. cierto precio el cual sea a justa tasacion por el Perito que nombre y el que a 
si mismo tenga a bien nombrase de. oficio una (diligencia) s.. practique previamente pues 
asi es todo de justa que pide 

Sin perjuicio de lo mencionado, limitados fueron los alcances de sus recla-
mos, ya que siguió quedando bajo el ala de su amo, a quien se le intimó para que 
cese con los malos tratos: fin de evitar las penurias que en el se expresan notifi-
quese a dicho Wright que vajo la pena por quinientos pesos, y de dos meses de arresto en 
la carcel publica, no castigue, ni maltrate en manera alguna al Esclabo sino que en 
el caso de que de mérito a ello lo ponga en noticias a este Juzgado para proveer oportuno 
remedio, e imponer el competente castigo por el concepto que a la menor queja se verifi-
cara el cumplimiento de esta prov. y se procedera a la prision, y excaccion de la pena". 

Q^ozoA 

(1) Levaggi, Abelardo, La condición jurídica del esclavo en la época hispana. En: Revista de His-
toria del Derecho del Instituto de Investigaciones de Historia del derecho N° 1, Buenos Aires, Fecic, 
1974, p. 86. 

(2) Op. Cit, p. 88. 
(3) Cáceres, Rina, (comp) Rutas de la Esclavitud en África y América Latina, Edit. Universidad 

de Costa Rica, San José, 2001. 
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"Causa Criminal contra Pedro Fernandez y Andrés Leal, por haver 
atropellado un estanquillo y haver salido el compañero a quitarlo a los que 

lo aducían preso" 

Esta causa criminal, fue seguida contra Pe-
dro Fernandez y Andres Leal, tomados presos 

por el estanquero Pedro Salcedo, por disturbios 
ocasionados en su negocio. 
Se le tomó declaración a Pedro Fernandez, natural de 

Santiago del Estero, de unos treinta años de edad, sin oficio 
fijo a pesar de que trabajaba ocasionalmente como peón de carre-

tas, quien explicó que con motivo de encontrarse preso en la Real Cárcel, "lo prendió el 
estanquero Don Pedro Salcedo que viene de la Costa de San Isidro junto a los olivos""^. 

Las tierras de San Isidro tienen su origen en el reparto de suertes de estancia 
que realizó Juan de Garay en 1580. Su denominación se debe a una pequeña ca-
pilla que construyó el capitán Domingo de Acassuso bajo la advocación de San 
Isidro Labrador. Los olivos, a los que hace referencia el expediente, plantados 
por Acassuso en 1750, le dan una característica peculiar a su geografía. 

Fernandez manifestó que se dirigió al estanquillo para recuperar una cigarre-
ra empeñada en dos reales para el consumo de aguardiente; que esto lo llevó a 
consumir nuevamente alcohol hasta ponerse "malo con la bebida" y encontrarse 
luego en prisión. 

El estanquillo era un negocio con funciones similares a una pulpería. Tenía su 
origen en la venta de productos regulados por el estado como el tabaco y el al-
cohol. Para poder comercializarlos se debía contar con una autorización del Rey 
o sus representantes y obtener esta concesión a cambio del pago de impuestos 
determinados para este rubro. 



- Puerta de la pulpería. Durand 

Continuando con su declaración, cuando se le preguntó por su trabajo y su 
familia, dijo que "hace como dos años que esta ausente de su mujer, que el primer año 
se mantuvo sirviendo de peón domador o Don Fermín Rodríguez en el Guardia de Chas-
comús y el segundo en la Costa de San Isidro a Don Juan de la Rosa López"2. 

El mismo día, mes y año hizo Su Merced comparecer a otro hombre, Andres 
Leal, que se encontraba preso en la Real Cárcel, oriundo de Santiago del Estero, 
soltero. Desconocía su edad pero de acuerdo a su aspecto físico demostraba te-
ner como treinta y ocho años, sin oficio fijo. Ocasionalmente trabajaba de peón 
de carretas. Cuando se le preguntó el motivo por el cual fue privado de su liber-
tad, dijo haber salido en defensa de Pedro Fernandez. "Preguntando el tiempo que 
se halla por estos parajes y cual ha sido su modo de vivir respondió: Que hace dos años 
que bino de su tierra, y que en este tiempo no ha hecho mas que un biaje a Mendoza en la 
tropa de un fulano Cannarco en el que tardo como cuatro meses; que asimismo fue el año 
pasado conchabado con Don Josef Bonnso, rumbo a salinas, y después estuvo conchabado 
para la siega con un fulano Esquibel, y después aca andado de balde"3. 

La población en la última década del siglo XVIII, ascendía a 19.000 habitan-
tes, conformada por algunos terratenientes y otros comerciantes (estanqueros, 
pulperos o mercachifles). La gran mayoría eran trabajadores libres que ganaban 
su sustento conchabándose o realizando trabajos independientes relacionados 
con la actividad agrícola-ganadera. De acuerdo a las declaraciones de esta causa 
se observa la precariedad del trabajo fijo. Esto se debía a varios motivos; uno de 
ellos era la temporalidad estacional de los mismos, situación que obligaba a los 
peones a buscar trabajo de estancia en estancia, en la doma, en la siega deambu-
lando de un pago a otro. "En la campaña rioplatense parece haberse conformado, pues, 
dado un sector ocupacional de asalariados sin mas recursos que la fuerza de sus brazos y, 
a veces, no siempre, una tropilla de. caballos de. uso personal. Aludiendo a este. sector es 
que hablo del surgimiento de un asalariado libre en la época colonial tardía 

Las preguntas que se realizaron tanto a los acusados como a los testigos se re-
ferían siempre al mismo tema: "de handar bagamundo y mal entretenido, pues no tiene 



- Pulpería de campaña. León Palliere 

otro ejercicio que jugar, andar armando riñas con cuantas personas encuentra, huzando 
de armas prohibidas y queriendo dar puñaladas"5: a ello respondían que era falso. 

La represión de la vagancia, tan común en este período, se encuentra ligada 
al tipo de tarea que realizaban, a la inestabilidad de la demanda de trabajo y 
la necesidad de contar con mano de obra para infraestructura. De allí que las 
condenas se cumplieran en la Cárcel del Barranco, destinada a obras de cons-
trucción de la ciudad. 

Por lo tanto, luego de la declaración de los testigos, el Agente Fiscal del Cri-
men aduciendo que se los encontraba ocasionalmente ociosos y vagabundos 
como lo demostraban las confesiones escritas, y siendo perjudicial para la socie-
dad y buen orden, refiere se les siga una causa criminal por las ofensas de sus ex-
cesos públicos. Como no tenían modo de defenderse a su costa, fueron asistidos 
por el Regidor Defensor General de Pobres. De acuerdo a este funcionario "No 
puede tampoco formalmente cargo, ni procederse contra ellos las declaraciones recibidas 
de. oficio no denotan ni en modo alguno la convención de. vagabundos y quimeristas^" 
solicitando la nulidad de los actos, "El Defensor suplica que el pedido quede en orden de 
sobreseimiento y libertad de las personas de los reos^."6. 

Teniendo en cuenta la contraposición de los dichos de los presos y el estan-
quero, la causa se dilató en la reiteración de los testimonios de los vecinos del 
lugar, concluyendo el proceso criminal iniciado por el estanquero de su Majes-
tad, Pedro Zalcedo, contra Pedro Fernández y Andrés Leal por injurias verbales 
y atropellamiento de su casa y persona. Se les impone pena de seis meses en el 
Presidio del Barranco y que luego fueran remitidos al lugar de su naturaleza, 
apercibiéndolos de no reincidir en excesos pues se los castigaría severamente. 



^^/ootajS 

(1) "Causa Criminal contra Pedro Fernandez y Andrés Leal, por haver atropellado un estanquillo 
y haver salido el compañero a quitarlo a los que lo aducían preso". 1788. Archivo Penal La Plata. 
Departamento Histórico-Judicial, p. 10 vuelta. 

(2) Idem 1, p. 11. 
(3) Idem 1, p. 12. 
(4) Mayo, Carlos, ¿Una campaña sin gauchos? P. 67. En: Mayo, Carlos y otros. Gauchos, campe-

sinos y fuerza de trabajo en la campaña Rioplatense. Anuario IEHS, N° 2, Tandil, 1987. 
(5) Idem 1, p. 16. 
(6) Idem 1, p. 22. 
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"Causa criminal seguida de oficio contra Juan Porta o Puente por 
amancebamiento con Ma Magdalena Aguilar" 

Honras señaladas dio nuestro señor Dios al 
hombre que las criaturas que Él hizo: primeramente 

en hacerle a su imagen y semejanza. Otrosí le honro 
mucho en que todas las criaturas Él le. había hecho, le. 

dio para su servicio, y sin todo esto le hubo con una gran 
honra, que le hizo a la mujer que le diese por compañera que 

le hiciese linaje, y estableció el casamiento de ambos en el paraíso, 
y puso la ley naturalmente ordenada entre ellos, que así como eran cuerpos repartidos 
según como naturaleza, que fuesen uno en cuanto amor, de manera que no pudieran 
separar, guardando lealtad uno a otro; y otrosí que de ella amistad saliese linaje de que 
todo el mundo fuese poblado, y Él loado y servidoo^. 

En 1 de abril de 1789 fue arrestado Juan Porta o Puente por encontrarse aman-
cebado2 con Magdalena Aguilar, oriunda de Maldonado Viejo, viuda y madre de 
cuatros hijos. Rápidamente se inició un sumario de oficio contra Porta o Puente. 

A lo largo de los distintos testimonios se pudo develar tanto la vida de éste, 
como la de Magdalena, en qué marco se unieron, dónde y cómo vivían. Asimis-
mo, esta fuente nos aproxima una mirada al mundo legal colonial y a un punto 
característico de la época: la unión de la ley real y la clerical, sus consecuencias 
y límites en la vida cotidiana. 

Magdalena Aguilar, relató cómo al quedar viuda decidió irse de su ciudad 
natal a Montevideo, donde se conoció con Juan Porta, quien empezó a ayudarla 
con la manutención de su familia. Ella se encontraba sola y desamparada, sin 
alimentos para sus hijos. Decidió, bajo una supuesta oferta de matrimonio, ir 



- Enamorado II. León Palliere 

hacia Buenos Aires y vivir junto a Porta. Consiguieron alojarse en una pieza en 
las inmediaciones del puerto. Expuso a su vez que se encontraba en cinta, espe-
rando un hijo del detenido. 

Luego compareció Francisco Serrano, en calidad de testigo, era quien alquila-
ba la habitación a la pareja. Justificó que luego del arresto de Porta se enteró de 
que la pareja no estaba unida por santo matrimonio. Asimismo, aclaró que les 
había hecho una rebaja en el precio del alojamiento, ya que los dos eran pobres 
y confirmó que la mujer se encontraba embarazada. 

Otros testigos destacaron que no sabían que la pareja convivía en la ilegali-
dad, apartándose así de cualquier tipo de complicidad sobre el ilícito. 

En este marco se nombró en calidad de Defensor de Pobres (denominado 
Asesor) al señor José Antonio Arias-Ydalgo. 

Porta negó haber realizado un compromiso a fin de contraer matrimonio y 
pone en duda la relación, como así también la paternidad sobre el niño que es-
peraba Magdalena. 

El amancebamiento fue un delito muy común en la época colonial. En el siglo 
XVIII se contraponía tanto a la ley divina como a la ley real. 

En este período la ley real era condicionada por la ley divina. Las leyes es-
taban orientadas por lo determinado en el Concilio de Trento (1545-1563). Las 
fuentes legales pueden encontrarse en las Siete Partidas áe. Alfonso X El Sabio, la 
Nueva Recopilación de las Leyes de Castilla (1567); la Recopilación de Leyes de los Rei-
nos de Indias (1680)"3. 

El matrimonio era esencial como primera institución social, base del conjunto 
de las relaciones. El rol del hombre era clave: solventaba la familia, determinaba 
y ordenaba. Era el adulto jurídicamente, el jefe, la razón. La mujer casada tenía 
estatuto legal similar al de un menor de edad. No podía trasladarse sola, sus 
castigos eran legales (golpes entendidos por la sociedad de la época como justos, 
salvo casos en los que se lo tomaba como abusivos). 



- Escena de mestizaje: de mestizo y de indio, 
coyote. Miguel Cabrera. 

El nombre matrimonio hacia referencia a la responsabilidad de la madre en 
la continuidad del linaje, la crianza de los hijos y del hogar. La unión entre un 
hombre y una mujer, y la reproducción de los mismos en santo matrimonio, 
representaba un procedimiento esencial de la época. Las relaciones por fuera de 
esta premisa eran ilícitas o mal vistas. 

"El pecado, en sentido cristiano, es una trasgresión a la ley. El sentido último de esta 
particular forma de aplicar la ley es limitar e incluso impedir la movilidad geográfica que 
se generaba producto de las relaciones afectivas fuera del matrimonio"4. En este sentido 
hasta 1770 la inquisición perseguía a los amancebados. 

El concubinato con una virgen o tener una amante, era algo penado. Pero, 
¿quiénes eran los amancebados? ¿en qué casos era permitido el concubinato? 

Amancebados eran quienes ejercían el adulterio, los que tenían otra mujer 
aparte de su legítima esposa, o aquellos que convivían sin estar casados y con-
sumaban la relación con mujeres que "eran vírgenes de buen proceder". 

Había ciertos casos en que el concubinato estaba permitido, por ejemplo en 
los que un hombre podía tomar a una mujer como barragana5. "Comunalmente, 
según las leyes seglares mandan, todo hombre que no fuese impedido por orden o casa-
miento puede tener barragana sin miedo de pena temporal, solamente que no la tenga 
virgen ni sea menor de doce años, ni tal viuda que viva honestamente y que sea de buen 
testimonio. Y tal viuda como está, queriéndola alguno recibir por barragana u otra mujer 
que fuese libre desde su nacimiento y no fuese virgen, débelo hacer cuando la recibiese 
frente a hombres buenos, diciendo manifiestamente ante ellos como la recibe por barra-
gana que es una sola, y es necesario que sea tal que puede casarse con ella si quiere que 
la tiene por barragana""6. 

Tomando las Siete Partidas como uno de los modelos jurídicos a seguir, se 
observa que el concubinato como hecho en sí mismo no era castigado o no de-
bía serlo, sobre todo en el caso en que la barragana fuese una mujer no virgen 
o viuda. 

Ahora bien, si no era propiamente delito (ya que las mismas Partidas con-
templaron la institución de la barraganía), el amancebamiento o ilícita amistad 
entre personas solteras, por opuesto a las leyes de la Iglesia y teniendo en vista la 



regularización de las relaciones matrimoniales, fue perseguido por medidas de 
policía de costumbres y castigado con penas arbitrarias, que tendieron a separar 
a los infractores, a menudo con el destierro del varón7. 

Los casos donde mediaban controversias sobre la vida, la moral y las buenas 
costumbres, dependían no tanto de la doctrina judicial, sino del entendimiento 
del espíritu de las leyes de parte de la policía de costumbres y de los adminis-
tradores de justicia. 

En la estructura jurídica de la época colonial primaba el casuismo como ca-
racterística principal. Hacia 1768 se difundió una Real Cédula en la cual se espe-
cificaba que los magistrados y funcionarios no debían incluir en los expedientes 
los fundamentos de derecho por los que emitían sus juicios y órdenes. 

Magdalena era una mujer pobre, que no podía solventar a su familia. Era 
viuda, tenía la libertad de trasladarse de una ciudad a otra, ya no era virgen, y 
fue junto a sus hijos, acogida por Porta. En ese sentido su relación podría estar 
enmarcada en las excepciones antes descriptas. 

Magdalena afirmó que Porta le había prometido casamiento y que él se hizo 
cargo de la manutención de ella y su familia. 

A todos los vecinos que fueron testigos en el expediente, les sorprendió que 
la cuestionada pareja no estuviera unida bajo bendición divina, es decir, "frente 
a buenos hombres". Esto era producto de que Porta había tratado a Magdalena 
como a una digna mujer. 

Porta era un hombre humilde, con pocos recursos económicos y sin posibi-
lidades de defenderse. Cabe destacar que el expediente se desarrolló sin saber, 
hasta la declaración del acusado y la intervención del Defensor de Pobres, si el 
sujeto apresado era o no a quien se estaba enjuiciando por amancebamiento, 
algo impensado para un noble. 

A Porta el único delito que estrictamente se le podía adjudicar, pero que no 
fue utilizado como argumento en el expediente, era que los "buenos hombres" 
no supieran que Magdalena era su barragana. Siguiendo la costumbre de la 
época, no se ven argumentos jurídicos por los que Porta o Puente, haya sido 
apresado. Solamente se inició el arresto de oficio y el sumario a pedido de un 
policía de las costumbres. 

El concubinato o amistad ilícita fue tomado sin más como un delito que im-
plicó la separación de la pareja y la prisión del varón. Todo ello producto de 
una dirigida interpretación del espíritu de las leyes en relación a la moral y las 
buenas costumbres. 

Este es uno de los tantos ejemplos donde la misma ley era entendida y aplica-
da dependiendo del caso, mediante la intención de los administradores de jus-
ticia de reglamentar centralmente la vida cotidiana, siendo más arbitraria hacia 
los sectores populares. 



NNotaS 

(1) Las Siete Partidas. Alfonso X "El Sabio". Inicio Cuarta partida. 
(2) En concubinato. 
(3) Notas sobre El Derecho Penal en El Río de la Plata. Siglo XVIII. Blog de la materia "Derecho 

y Justicia en la época de la Confederación Argentina". Prof. Dr. Sandro Olaza Pallero (Facultad de 
Derecho-Universidad de Buenos Aires). 

- www.olazapallero.blogspot.com.ar/2011_06_01_archive.html 
(4) Rebolledo Rebolledo, Raquel, El amancebamiento como falta al sistema incipiente de discipli-

namiento social: Talca en la segunda mirad del siglo XVIII. SEM 2005, p. 99. 
(5) Barragana: "Ingenua mulier es llamada en latín toda mujer que desde el nacimiento fue siempre 

libre de toda y que nunca fue sierva. Y esta tal puede ser recibida por barragana según las leyes, bien sea 
nacida de vil linaje o en vil lugar, o se mala de su cuerpo o no. Y tomó este nombre de dos palabras, de 
barra, que es de arábigo, que quiere tanto decir como fuera, y gana que es de ladino, que es por ganancia; 
y estas dos palabras juntadas en uno quieren decir como ganancia que es hecha fuera de mandamiento 
de la iglesia, y por ello los que nacen de tales mujeres son llamados hijos de la ganancia. Otrosí puede 
ser recibida por tal mujer también la que fuere liberada, como la sierva." Siete Partidas de Alfonso X 
"El Sabio". Cuarta Partida. Título 14: De las otras mujeres que tienen los hombres que no son 
de bendiciones. Ley Número 1. 

(6) Siete Partidas de Alfonso X "El Sabio". Cuarta Partida. Título 14: De las otras mujeres que 
tienen los hombres que no son de bendiciones. Ley Número 2. 

(7) Levaggi, Abelardo, Historia del Derecho Penal Argentino. Emilio Perrot, Buenos Aires, 1978. 

http://www.olazapallero.blogspot.com.ar/2011_06_01_archive.html
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"Causa Criminal contra Manuel Medina Rios, ó el cordoves" 

La causa criminal contra Manuel Rios se 
inició cuando el cura vicario del Pueblo de 

Santo Domingo Soriano lo envió prisionero a la 
capital por ser "hombre vago y mal entretenido, y a 

mas se dice ser esclavo del conbento de la Merced de la 
dicha ciudad de Cordova: este me ha inquietado un matrimo-

nio, de cuyas resultas la pobre mujer la paso bastante mal y para 
aquitarlo no he encontrado otro arbitrio que el de remitirlo aun, para que después de 
indagar si es esclavo, o no, lo hago pase a la otra banda, y de ningún modo buelva a esta 
jurisdicción^""1. 

De acuerdo a la primera presunción de que el prisionero fuese un esclavo 
fugitivo, se consultó a los padres del Convento de la Merced, y en respuesta a 
esa nota se describieron detalladamente las características físicas de todos los 
esclavos prófugos durante el año. Al no coincidir con las de Manuel se descartó 
la posibilidad. 

Manuel Rios era oriundo del Río de Córdoba, pago de Santa Rosa, de veinti-
séis o veintiocho años, soltero. Se desempeñaba como peón de campo. En busca 
de trabajo se cruzó a la Banda Oriental, al pueblo de Santo Domingo Soriano 
(partido de Las Víboras), uno de los más antiguos de Uruguay, que diera origen 
a la llamada Banda Oriental, antecesora de la actual República. 

La población de Santo Domingo Soriano era de variada procedencia: indí-
genas, españoles, portugueses, criollos y negros esclavos formaban parte del 
pueblo desde fines del siglo XVIII, dedicándose principalmente a la explotación 



- Gauchitos cordobeses. Jean León Palliere 

de la ganadería y sus derivados: cuero y sebo. Este pueblo cambió varias veces 
su lugar de asentamiento, estableciéndose en su ubicación actual en 1718. Por 
momentos funcionó como reducción y otros como lugar de reclusión, con el en-
vío de indios pampas en 1686, o de mujeres pampas en 1745, tras luchas de los 
españoles en la zona del río Salado (Provincia de Buenos Aires). 

"A partir de 1755, el Cabildo sorianense repartirá 'suertes de estancias' entre los 
vecinos 'pudientes' del poblado, ampliándose los limites de la jurisdicción del mismo. 
Según el censo de 1778, había en el poblado 822 habitantes, observándose un crecimiento 
en el aporte de españoles y 'forasteros', y una disminución del componente indígena 
original. El mismo parece haber sido asimilado durante el siglo XVIII al resto de la po-
blación"^. 

Manuel Rios desconocía el motivo de estar prisionero, pero suponía que era 
porque Mariano Medina sospechaba que había tenido una amistad ilícita3 con 
su mujer Isabel Rodriguez. Según las versiones de un vecino, cuando Mariano 
se retiraba de su casa, Manuel ingresaba por la ventana del dormitorio. Ambos 
habían tenido una estrecha amistad de más de ocho o nueve años, desde que se 
encontraron conchavados en las Tropas del Rey. Según el acusado "Reconbenido 
como dice que no ha tenido amistad ilicita con la muger de Medina, ni la ha pretendido, 
quando por declaración de ella misma consta que mucho tiempo la havia andado solici-
tando, y que por ese motibo havia dado parte al cura". 

Las relaciones de amistad entre personas de distinto sexo no eran aceptadas 
socialmente; sólo eran lícitas las del mismo sexo. "Una mujer 'sin honor' estaba 
destinada como castigo a la sanción moral y social, según los códigos de la época, ilícito 
trato o ilícita amistad constituyen expresiones que indicaban ambigüedad en la relación 
entre un hombre y una mujer; es decir, designaban la convivencia sin haber institucio-
nalizado el matrimonio""4. 

A pesar que de acuerdo a las declaraciones y consultas realizadas, Manuel 
Medina Rios no era culpable de las imputaciones, reconoció haber mantenido 
una amistad ilícita con Isabel Rodriguez y que a su vez "esta le jugó traicion amis-
tandose al mismo tiempo con otro llamado Santiago Salas, y estando el declarante una 
con ella entró dicho Salas a echarlo, que como no lo conocia como amo de la casa le dijo 
que no queria salir, y que este le tiro Salas al declarante un trabucazo que tuvo el motibo 
para que lo sintiera el Padre de. dicha Isabel, y salieron ambos fuera de. casa y resentido 



- Iglesia de Santo Domingo Soriano 

el declarante de la traision que le había jugado la Isabel, y trance en que lo había puesto 
volvio otra noche con Basilio Monfada, y dio unos golpes, y cortó el cabello". 

De acuerdo a este texto tomado de la declaración de Manuel, se pusieron de 
manifiesto algunas de las características de la sociedad en las clases populares 
de las colonias americanas. El sentido del honor estaba íntimamente relacio-
nado con la virtud, principalmente la femenina, muy cuidada primero por el 
padre, sus hermanos varones y su marido si se encontraba casada, dentro de 
un poder patriarcal; patrones de conducta más notorios en estos pequeños nú-
cleos urbanos. 

"En este sentido, debemos tener en cuenta que nos encontramos en sociedades peque-
ñas en las que aún primaban las relaciones cara a cara, y en las que el honor era un valor 
social de gran importancia, vinculado directamente con la reputación pública. Dañar el 
honor podía tener consecuencias muy graves para los sujetos involucrados, teniendo en 
cuenta la movilidad del concepto. Máxime si consideramos que en el marco temporal que 
abarca nuestro estudio, el honor ya no remitía al origen, al linaje o al nacimiento, sino a 
un concepto de respetabilidad que cada uno construía cotidianamente"5. 

Cuando comenzaron las indagatorias sobre la nueva amistad ilícita (de Isabel 
Rodriguez con Santiago Salas), se expresaron Isabel y sus padres quienes dijeron 
que Manuel Rios le cortó a Isabel el cabello, pero en particular la trenza, como un 
elemento simbólico donde se demostraba y se hacía pública su falta de honor y 
traición. "Estas practicas vejatorias como el corte de cabello eran una forma en que los 
conflictos privados adquirieran publicidad. El corte de pelo cumplía la función de 
hacer pública una falta, en este caso cometida por la mujer: implicaba poner a los ojos de. 
la comunidad la evidencia de esta falta cometida"'6. 

Después de dos años de prisión tomó intervención el Defensor de Pobres, 
quien expresó: "Asi que no habiendo resultado agravio alguno formal ni otro crimen 
que el de interponerse que esa se halla plenamente compugnado con la prision que hace 



tanto tiempo tiene Manuel Rios y con los padecimientos que en ella se experimentan^. 
Asi pido y suplico se digne sea declarado ya libre^"^. 

Luego de la presentación realizada por el Defensor de Pobres, donde se tuvo 
en cuenta que los motivos por los cuales fue tomado prisionero resultaron deses-
timados y los excesos cometidos con Isabel no fueron solicitados como agravio, 
el Superior Tribunal se expidió: "Autos y Vistos: con lo determinado por Superior 
Tribunal en visita de Carcel, atendiendo que los excesos atribuidos a Manuel Rios no 
son de la mayor gravedad, y a que con el largo tiempo de mas de dos años que ha sufrido 
de prision se hallan bastante compugnados, ponersele en libertad, apercibiendole a que 
guarde mejor conducta en los sucesivo, y previniendolo que no pase a la otra banda de 
este Rio sin especial permiso del Juzgado"^. 

Q^otaJ 

(1) Causa Criminal contra Manuel Medina Ríos ó el cordoves. Año 1789. Legajo 3 - N° 30, p. 2. 
(2) Barreto Messano, Isabel, Mestizas, tierras y matrimonio. Los mecanismos de ascenso social 

en poblaciones rurales de la Banda Oriental del siglo XVIII. 
- http://www.produccion.fsoc.uba.ar/aepa/xjornadas/pdf/53.pdf 
(3) "Si no propiamente delito -ya que las mismas Partidas contemplaron la institución de la barra-

ganía-, el amancebamiento o ilícita amistad entre personas solteras, por opuesto a las leyes de la Iglesia 
y teniendo en vista la regularización de las relaciones matrimoniales, fue perseguido por medidas de 
policía de costumbres y castigado con penas arbitrarias, que tendieron a separar a los infractores, a 
menudo con el destierro del varón. 

Distinto fue el caso de amistad con persona casada, por el adulterio contenido, particularmente grave 
cuando el ligamen lo tenía la mujer. Siendo así, el marido ofendido, de acuerdo a las Partidas, podía 
hasta matar a los adúlteros si los sorprendía en flagrante delito; de otro modo, acusados ambos -las 
leyes prohibían hacerlo contra uno solo- al cómplice lo castigaban con pena de muerte y a la mujer con 
vergüenza, azotes, presidio y pérdida de bienes. 

Sin embargo en la práctica indiana estas penas se aminoraron sensiblemente, para evitar su despro-
porción con la simple pena pecuniaria que pesaba sobre el hombre casado que tenía trato con mujer 
soltera. Las penas arbitrarias de presidio o destierro fueron así las que rigieron en su lugar". 

- http://bibliotecajuridicaargentina.blogspot.com 
(4) Moreno, José Luis. Historia de la familia en el Río de la Plata. Sudamericana, Buenos Aires, 

2004, p. 37. 
(5) De Paz Trueba, Yolanda, La justicia en una sociedad de frontera: conflictos familiares ante los 

juzgados de paz. El centro bonaerense a fines del siglo XIX y principios del XX. En: Historia crítica N° 
36. Bogotá. Julio-diciembre 2008, p. 107. 

(6) Idem. 5, p. 114. 
(7) Idem 1, p. 40 vta. 
(8) Idem 7. 

http://www.produccion.fsoc.uba.ar/aepa/xjornadas/pdf/53.pdf
http://bibliotecajuridicaargentina.blogspot.com
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"Informe de Pobreza. Dn Florencio Villalta para litigar con Juan 
Antonio Murrieta" 

Florencio Villalta solicitó ser declarado po-
bre de solemnidad para proseguir el pleito con-

tra el alcalde ordinario de segundo voto Juan 
Antonio Murrieta, al que se le imputaron excesos 

en el tiempo que demoró la causa cuando fue Juez 
del territorio de Pergamino. 

La colonización del territorio comenzó en las primeras dé-
cadas del siglo XVII, cuando se otorgaron merced de tierras y se descubrió un 
camino hacia Córdoba. Al paraje se lo conocía con las denominaciones El Perga-
minoo^ o Fontezuelas, "las Fontezuelas y su río de. ellas, que están en él camino que 
va a la ciudad de Córdoba^"2. 

Con la intensificación del tráfico entre Buenos Aires y el Alto Perú3, se instaló 
una posta y parada de carretas, nombrada La Dormida del Pergamino, que daba 
cobijo a las personas que recorrían el camino. En la quinta década del siglo XVIII 
se contaba aproximadamente con treinta vecinos. 

Hacia 1771, "en el sitio nombrado El Pergamino hay un fuerte, que se compone de. 
una fosa muy buena con su puente levadizo de palos, capaz de alojar adentro cuarenta 
vecinos que tiene esta población, y son otros tantos milicianos con sus oficiales corres-
pondientes para defenderse. Tiene cuatro cañoncitos de campaña y las armas de fuego 
correspondientes para defenderse de una improvisa irrupción de indios pampas, en cuya 
frontera está situado el presidio, que comanda el teniente de dragones don Francisco 
Bamphi, a cuya persuasión aceptó la maestría de. postas Juan José. de. Toro, que era el úni-
co que podía serlo en un sitio tan importante. Hay un presidio cuatro soldados pagados 



- Estancia de San Pedro. Emeric Essex Vidal 

y tiene el Rey caballos de su cuenta y mientras se mantuviere en este sitio oficial por su 
Majestad, no faltaran los necesarios para las postas y trajinantes (^)"4. 

En 1779 se construyó otro fuerte realizado en ladrillos y fue el que coexistió 
en el tiempo en que se desarrolló la vida de las personas de esta causa. 

Para determinar la pobreza de Villalta se tomó declaración a los testigos, ve-
cinos del lugar. El primero que declaró fue Pedro Pastor "dijo que ace muchos años 
conoce a Don Florencio Villalta, y en la actualidad reducido a una pobreza, con familia 
dilatada, y en hedad abanzada manteniéndose a expensas de su mujer en cosas propias de 
su sexo, y con conocida escases sin embargo de que habitan en la campaña que son menos 
los gastos"^. Muy similar fue la declaración de don Athanasio García. 

Respondiendo a los testimonios, don Juan Antonio Murrieta, representado 
por el Procurador de Pobres, dijo "me a sido de mucha admiración no solo el animo 
de Villalta en pretender la declaratoria de pobre, sino también el contexto de los testigos 
que saben positivamente que no es ni puede llamarse pobre. Villalta es hombre que tiene 
su casa mui lusida en el Pergamino, ganados, y que hace sus siembras acarreandolas en 
sus carretas propias, y una atahona en dicho lugar corriente y que le da considerable 
ingreso de dinero 

Intervino en defensa de Villalta, el procurador de oficio de la Real Audiencia 
de esta capital, don Pedro José Berdel, y en su exposición dijo: "Los otros dos tes-
tigos hablan categóricamente por actual conocimiento del estado en que se halla Villalta. 
Un rancho en el campo save muy vien V. A. no tiene valor alguno por que aunque se le 
quiera vender no hay quien lo compre y cuando quien le abita se retira de el es presiso 
avandonarlo. Las siembras de trigo .^son tan cortas como hechas por su muger en com-
pañía de un labrador que escasamente le quedan unas fanegas de trigo que se muelen en 
la Ataona quasi desmantelada y este trigo veneficia la muger haciendo Pan para man-



- Vista parcial del expediente declarándose a Villalta pobre "por aora". 

tener a Villalta y a su dilatada familia. La pobreza de toda ella es tan notoria que en el 
tiempo que ha estado la muger en esta capital sosteniendo el injusto pleito que ha vivido 
de la limosna"7. 

En este relato se observa el escaso costo de la propiedad. El valor real se en-
contraba en el trabajo y su producción. La construcción de la vivienda rural se 
condicionaba a los materiales de la zona: "^se reducen generalmente sus habitacio-
nes a ranchos cubiertos de paja^"^ 

Ante los testimonios presentados por las partes, el Tribunal solicitó a los 
subalternos que realizaran un informe sobre la situación de Villalta, llegando 
a la siguiente conclusión: "En veinte y siete de abril de este año, comparecieron los 
subalternos de este tribunal y digieron que estaban informados, hallarse Florencio Vi-
llalta con hedad avanzada, enfermo, imposibilitado de trabajar y con mucha familia; 
que aunque posee algunos vienes son de corto valor que los acreedores le an concedido 
su uso de. pura lastima, pues s.. mantiene con el producto del trabajo de. su muger. Esto 
respondieron y lo firmaron y doy fe"9. 

Luego el expediente pasó al Fiscal de su Majestad en lo Civil: "Dice que no 
halla reparo en que el suplicante se le declare pobre como lo solicita bajo las prevenciones 
ordinarias, Buenos Aires, abril 3 de 1791, firma Marques de la Plata"10. 

Finalmente, proveyeron y rubricaron el auto antecedente, el Presidente Re-
gente y Oidores del Consejo de su Majestad de esta Real Audiencia Pretorial, 
el 2 de mayo de 1791, declarando a Villalta pobre momentáneamente hasta que 
mejorara su situación económica. 



otas 
(1) Según tradición oral "El origen del nombre proviene de haberse hallado en la costa del arroyo 

unos rollos de pergamino y uno libros forrados en pergamino^". 
(2) Levene, Ricardo, Historia de la Provincia de Buenos Aires. Formación de sus pueblos, volumen 

II, La Plata, Taller de impresiones oficiales, 1941, p. 523. 
(3) Desde allí partían tres rutas a Buenos Aires, a Córdoba y Tucumán, y a Cuyo. 
(4) Carrió de la Vandera, Alonso (publica su obra con el seudónimo Concolorcorvo), Lazari-

llo de ciegos y caminantes desde Buenos Aires hasta Lima. 1773. Cap. III. 
-http://www.biblioteca-antologica.org/wp-content/uploads/2009/09/C0NC0L0R-

C0RV0-CARRI%C3%93-El-lazarillo-de-ciegos-caminantes-YAA.pdf 
(5) Es interesante destacar que este testigo firma su declaración en un momento de gran 

analfabetismo en la campaña bonaerense. 1790 -Información de pobreza de Florencio Villalta 
para litigar con Juan Antonio Murrieta. AHP. 7-5-8-101, p. 3 y 4. 

(6) Iden cita 5, p. 8. 
(7) Idem cita 5, p. 13 y 14. 
(8) De Azara, Félix, Viajes por la América Meridional. Calpe, Madrid, 1923, p. 26. 
(9) Idem cita 5, p. 17. 
(10) Idem cita 5, p. 18. 

http://www.biblioteca-antologica.org/wp-content/uploads/2009/09/C0NC0L0R-
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"Información de pobreza de Martina Peñalvez" 

La señora Martina Peñalvez representada 
por el procurador de pobres José Antonio Cá-

ceres, expresó que "se ve precisada a seguir juicio 
con una negra llamada Maria Toribio en el Juzgado de 

primer voto, sobre un terreno, y siéndole imposible ello por 
la extrema pobreza se ha de servir justificar a VA ordenar se 

me reciba información para ello^". 
En 11 de agosto de 1792, los señores Presidente, Regente y Oidores 

del Consejo de la Excma. Real Audiencia Pretorial, previa lectura de la petición 
y con citación de los subalternos y del señor Fiscal de lo Civil, hicieron lugar a 
que se produjera la información solicitada. También se notificó a la negra María 
Toribio. 

El 9 de septiembre de 1792, se presentó el primer testigo ofrecido: Antonio 
Rodríguez expresó que era sargento retirado del Cuerpo de Inválidos y que te-
nía licencia de su respectivo jefe para poder declarar. Acotó que conocía tanto 
a la que lo presentó como a la negra María Toribio. Que con ninguna de ellas lo 
comprendían las generales de la ley. Continuó diciendo que hacía como diecio-
cho años que conocía a Martina Peñalvez y que ésta sólo tenía una casita en el 
bajo del río, jurando que era verdad. 

Los otros dos testigos, Domingo de Echegoyen y Tomás Clavijo manifestaron 
también su conocimiento acerca de la que los presentó, de la negra María Toribio 
y la situación económica de Martina Peñalvez. Ambos agregaron que la peticio-
nante era casada con un soldado. 



- Zambo: indio + negro. Anónimo - Morisco: mulato + español. Anónimo 

De esta información se corrió traslado a las autoridades del Consejo de Su 
Majestad de la Real Audiencia Pretorial, a la negra María Toribio, a los Subalter-
nos y al Fiscal. 

El procurador de pobres, don José Antonio Cáceres, en representación de 
Martina Peñalvez, realizó una petición expresando que en los autos con María 
Toribio, negra libre, pidió que a su representada se la declarase pobre de solem-
nidad. Manifestó que producida la información, se corrió traslado a ella y pasa-
do el término legal no se ha contestado ni sacado los autos de la oficina. 

Los subalternos se expidieron diciendo que no se oponían a que se accediera 
a la solicitud bajo las prevenciones ordinarias o conforme fuese lo que dispusie-
ra la Superior Autoridad. 

El Fiscal dijo que de la información producida por la suplicante no se halló 
probada la indigencia que se requería para ser declarada pobre y gozar de los 
privilegios a éstos concedida. Acotando que V. A. decidirá, lo que conforme más 
a la petición. 

El Sr. Presidente, el Regente y Oidores del Consejo Real de la Audiencia Pre-
torial de Buenos Aires, proveyeron el 23 de octubre de 1792: "Vistos, se. declara 
pobre a la peticionante, con la condición de satisfacer los daños que adeude viniendo a 
mejor fortuna". 

Desde 1700 muchos esclavos negros fueron introducidos por el puerto de 
Buenos Aires, fundamentalmente para ser destinados al Potosí o al interior. A 
fines del siglo XVIII, la prosperidad incrementó la presencia de negros en las 
regiones más dinámicas. Aunque con fuertes diferencias regionales, los negros 
solían representar un tercio de la población. No todos eran esclavos. La eman-
cipación no significaba la autonomía económica, pues el manumitido -libera-
do- seguía trabajando para su antiguo patrón a fin de pagar su libertad. Mucho 
menos implicaba la igualdad social, pues con los negros la sociedad de castas era 
particularmente estricta. Ejemplo de ello es este caso, pues la peticionante mani-
festó que requirió que se le concediera la carta de pobreza para litigar contra la 
negra María Toribio. Aquí realizó un señalamiento de la casta a la que pertenecía 



- Español: castizo + español. Anónimo 

la futura demandada, sin fundamento jurídico alguno ni necesidad de aclarar 
algo que nada tiene que ver con el litigio. 

A los tres grupos básicos -indígenas, españoles y negros- se fueron agregando 
todas las combinaciones posibles. En el interior, los resultados guardaban bas-
tante relación con la realidad, aunque muchos definidos como blancos no pare-
cían serlo tanto. En El Litoral, región mucho más compleja, la aspiración a una 
sociedad estática, inmóvil, presente en la idea de castas, fue cada vez más inal-
canzable, por más que se exigieran certificados de pureza de sangre para aspirar 
a cargos administrativos o universitarios y algunos artesanos blancos trataran 
de prohibir el ejercicio de su oficio a los competidores de color. Definir la casta 
de cada individuo dio lugar a una gran cantidad de catálogos clasificatorios1. 

El blanco europeo aunque procediese de las capas más humildes, al pisar tie-
rra americana se consideraba con derechos de mando y jerarquía superior. Ori-
ginariamente los mestizos y los criollos fueron equiparados para todos los fines 
a los españoles. Sin embargo, al aumentar en número, poco a poco fueron su-
plantados y desbordados por los peninsulares que hicieron valer su origen para 
obtener cargos de importancia y tener privilegios que sólo los españoles podían 
tener. Este sentido jerárquico y aristocrático se apreciaba como dominante ya en 
el siglo XVIII. 

Típico era el empleo del don. En España era un privilegio, pero en América 
se democratizó en el siglo XVI y dado su uso común, los arbitristas de la Corte 
Real idearon el recurso de la venta del título. El 10 de febrero de 1795 una Real 
Cédula concedió el tratamiento de don a los súbditos de Indias mediante el pago 
de mil reales vellón2. 

"Respecto de la condición de esclavo rioplatense en el período hispánico, en la práctica 
judicial y en los escritos forenses, coincidió con la feliz definición de Petit Muñoz 'una 
cosa, con supervivencias crecientes del concepto de persona', supervivencias que adqui-
rieron antes de 1810 un alto grado de desarrollo tal, que los esclavos estuvieron a punto 
de. ser considerados verdaderas personas con reminiscencias excluyentes del concepto 
de cosa. Ello pues, en otras latitudes de América, la vida del esclavo negro transcurría 



todavía en medio de privaciones y sufrimientos, al nivel comparativamente más alto del 
cual gozó en nuestra sociedad, ello constituye un hecho digno de ser destacado como 
expresión de una doble superioridad moral y jurídica, por parte de nuestra cultura his-
pánica tradicional. 

Los derechos del esclavo, y por supuesto los del liberto, estaban no sólo reconocidos 
de manera declarativa en las normas jurídicas, sino también tutelados por el sistema de 
garantías castellano-indiano. La protección que recibían estas personas estaba fundada 
en las leyes y en una realidad en la práctica judicial".3 

A propósito de la calidad de soldados del esposo de la peticionante y de un 
testigo, cabe expresar que en el siglo XVIII, época en la que transcurrió este caso, 
la llegada de grupos araucanos provenientes de Chile activó el problema indíge-
na en la llanura rioplatense: grandes confederaciones de pueblos realizaban ma-
lones y arrebataban ganado, que en muchos casos era vendido al otro lado de los 
Andes. También se llevaban hombres y especialmente, mujeres. A medida que el 
ganado cimarrón se fue agotando, creció la amenaza que afectaba a los poblado-
res blancos. Al mismo tiempo estimulados por la reactivación económica, fueron 
avanzando sus líneas en procura de nuevas tierras para expandir la ganadería. 
Así se agudizó el problema de la frontera, que duró un siglo4. 

El virrey Vértiz apoyó el sistema de los fortines, con contingentes fijos, se-
cundados por milicianos de la zona respectiva. Este sistema se mantuvo hasta 
bastante después de la Revolución de Mayo. 

En 1779-1780 se formaron seis compañías de blandengues de cien hombres 
cada una para guarnecer los fortines de Chascomús, Ranchos, San Miguel del 
Monte, Luján, Salto y Rojas. Los otros fortines, instalados en Areco, Mercedes, 
Melincué, Navarro y Lobos, debían ser defendidos por milicianos sin sueldo. 
Los blandengues usaban como armamento la carabina, dos pistolas y espadas. 

La larga lucha del período colonial contra la amenaza del indio fue más de-
fensiva que ofensiva. En la ofensiva, los fracasos se sucedían a causa de la resis-
tencia organizada de los naturales, o bien por su alejamiento repentino hacia el 
desierto, para lo cual los favorecía su condición de nómades. 

La línea de fortines se fue ordenando en la provincia de Buenos Aires; en las 
provincias centrales de Córdoba, Santiago del Estero y Tucumán; en las provin-
cias andinas de Mendoza y San Luis; en el noroeste y en la zona chaqueña. De 
esta manera el territorio propiamente dominado por los indios se reducía y se po-
día defender y amparar desde esos fortines en la extensa región que ocupaban5. 



(1) Mayo, Carlos A., La Sociedad en el Virreinato del Río de La Plata. En: Historia Visual de la 
Argentina. De los Orígenes a la Organización Nacional. Biblioteca Clarín. Tomo 1. Fascículo N° 14, 
pp. 204, 206 y 207. Biblioteca Clarín. 

(2) Abad de Santillán, Diego, Historia Argentina. Tomo 1, p. 375. 
(3) Levaggi, Abelardo, La condición jurídica del esclavo en la Época Hispánica. En: Revista de His-

toria del Derecho. Instituto de Investigaciones de Historia del Derecho. Fascículo N° 1, Buenos 
Aires, 1974, p. 159. 

(4) Gelman, Jorge, Comercio Libre y Economías Regionales. En: Historia Visual de la Argentina. 
De los orígenes a la Organización Nacional. Biblioteca Clarín. Tomo 1. Fascículo N° 13, p. 192. 

(5) Abad de Santillán, Diego, Historia Argentina. Tomo 1, p. 240. 
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"Expediente seguido por el Regidor Defensor General de Pobres sobre la 
prisión que padecen varios individuos sin que se les encuentre su causa" 

En el año 1793 ocurrió un robo en la ciudad 
de Buenos Aires. Desapareció de la casa de don 

Luis Dumont un baúl con dinero y otros objetos 
de valor. Una rápida investigación llevó a la deten-

ción de varias personas que trabajaban en la panade-
ría1 de Dumont: José Mariano González (indio), Francisco 

Antonio Moreno (mestizo), Juan Pablo González (pardo) y Fe-
liciano Amarilla (español, natural del Paraguay); todos ellos peones de conchavo. 

Podía observarse en los peones de la panadería un amplio espectro de los es-
tratos más bajos de la sociedad colonial, caracterizada por su división en castas. 
Los mismos calificarían como pobres vergonzantes^ , es decir, personas margina-
das de cualquier tipo de asistencia pública o privada. 

Esta clase de hombres pobres eran verdaderos olvidados del sistema jurídico-
administrativo de la Colonia, el cual sólo se activaba cuando cometían un delito. 
Y a veces, como en este caso, ni siquiera así salían de su olvido. 

Prendidos por una partida del Cuerpo de Dragones, los cuatro imputados 
fueron encerrados en la Real Cárcel de Buenos Aires a la espera de un juicio que 
nunca llegaba. Pasaron más de un año en prisión sin que se les imputara delito 
alguno, por lo que, ante la injusta situación, llevaron su queja al Regidor Defen-
sor General de Pobres del Cabildo, funcionario que tenía a su cargo no sólo la 
asistencia jurídica de los pobres, sino también velar por condiciones dignas de 
detención para los reos, las cuales eran verdaderamente deplorables, a pesar de 
que la cárcel integraba el edificio del Cabildo. 



El reo encadenado. Francisco de Goya 

"(.) que los días pasados perecieron sin remedio y repentinamente, unos presos que 
bajaron al pozo de la cárcel con motivo de extraer un pescado que se les había caído, sien-
do la causa de estas muertes la putrefacción y fetidez que arrojan de sí, por conductos 
subterráneos, las muchas inmundicias y excrementos de los presos; por que sin embargo 
de que las oficinas necesarias se han fabricado con la mayor capacidad y extensión, son 
los delincuentes muchos, y la abundancia de las impurezas las tiene ya en su plenitud; 
de modo que no se puede tolerar la fetidez en la cárcel, ni aún en esta Sala de Acuerdos, 
cuando se abren las ventanas, como lo experimentó el Señor Gobernador en una visita, ni 
tampoco fuera de. ella porque rebosan ya las oficinas y las inmundicias se. derraman por 
el albañal en la Plaza según está a la vista (.)"3. 

A la superpoblación carcelaria, la estrechez de las celdas y las condiciones de 
insalubridad, debía sumarse el hecho de que los reos pasaban la mayor parte del 
tiempo engrillados, salvo cuando eran empleados en la realización de obras pú-
blicas, como lo prueba la solicitud del alguacil Mayor al Cabildo del 5 de octubre 
de 1733, para que se le envíen por lo menos "veinte pares de. grillos mas"4. 

Ante esta situación, los defensores de pobres realizaron múltiples peticiones 
en pos de mejorar la calidad de vida de los reos. 

"Asíocurrió con Don Francisco Javier Carvajal, quien en 1786 solicitó la adquisición 
de escobas, baldes, una tina grande y un caldero para cocer la carne, destinados a mejorar 
el aseo de los calabozos y a la manutención de los presos. La situación particular de las 



- Celda de castigo del Cabildo de Luján. Anónimo 

mujeres también mereció la atención del Defensor de pobres en más de una ocasión. En 
1788 el regidor Defensor de pobres Don Ventura Llorente Romero denunciaba el misera-
ble estado en el que se encontraban las mujeres, argumentando que se hallaban expuestas 
a la intemperie ya que carecían de vivienda y el abrigo necesario al punto de que sus vidas 
corrían peligro"^. 

La cárcel apareció en Buenos Aires desde su fundación por Pedro de Men-
doza, quien durante la hambruna que azotó a la nueva ciudad se vio obligado a 
reprimir los excesos de los pobladores con ejecuciones y encierros. 

Hacia el año 1600, la cárcel comenzó a institucionalizarse en torno al Cabildo, 
del cual dependía administrativamente. Uno de los miembros del cuerpo capi-
tular fue nombrado Alguacil, cargo que tenía por principal función la custodia 
de los presos en las inseguras celdas de adobe de las cárceles coloniales. Como 
informó el propio Cabildo de Buenos Aires, las fugas estaban a la orden del día. 

que la noche pasada se. huyeron de. la cárcel cuatro portugueses con quebranta-
miento de las prisiones y tablas de cedro que sirven de asientos en los lugares comunes, 
quedando abierto este camino para en lo de adelante sin seguridad alguna por lo que 
mandaron que con la brevedad posible se remedie el daño poniéndose en lugar de dichas 
tablas en los dichos comunes, umbrales de. espinillo o algarrobo (^)"6. 

Correspondía también al Cabildo todo lo relativo al avituallamiento de la 
Real Cárcel. Ante la falta de fondos para suplir las más elementales necesidades 
de los detenidos (vestuario y alimentos) muchas veces debía recurrirse a la cari-



dad, a través del ejercicio de la mendicidad por parte de los reos en las puertas 
de la cárcel. 

Los miembros del Cabildo eran personalmente responsables de la recauda-
ción de la limosna destinada a alimentar a los reos, como lo establecía la sesión 
del 24 de enero de 1775. "(.) que no obstante haber pasado ya en este presente año 
tres semanas, no ha entrado ninguna limosna, lo que depende sin duda de que los Señores 
Cabildantes no la han pedido, en contravención de las ordenanzas (.) que en la presente 
semana se comience a pedir la limosna por el Señor Alcalde de primer voto, y que sigan 
sucesivamente. y por su orden los demás señores del Cabildo, sin que les exima pretexto ni 
excusación alguna, bajo de la pena que se impone desde luego a cualquiera de los señores 
que falte a esta obligación de satisfacer a el fin de semana que le corresponda el turno, la 
cantidad de cuatro pesos irremisiblemente, y que en caso de resistencia se les exija de sus 
bienes por apremio (.)"7. 

Inmersos en este verdadero infierno se hallaban los cuatro empleados de la 
panadería de Luis Dumont, supuestos autores de un robo por el cual no se les 
había formado expediente alguno, hasta que, en una visita a la Real Cárcel, el 
Defensor General de Pobres se interesó por su situación e informó que "no ha 
podido averiguarse otra cosa, que la de estarse allí, como traídos por el Sargento Elías, 
sin más razón". 

Recién en ese momento se activó el aparato judicial indiano, formándose un 
profuso expediente con las declaraciones de la víctima, los acusados y nume-
rosos testigos. Posteriormente se tomó declaración indagatoria a los acusados, 
quienes negaron las imputaciones y se encausó la investigación judicial, solici-
tando el Agente Fiscal en lo Civil (por impedimento del Agente Fiscal en lo Pe-
nal, quien cumplía otra función en estos autos) la aplicación de la pena de azotes 
y destierro para los reos. 

"En el Río de. la Plata fue no menos frecuente, en bandos de. buen gobierno, mantener 
esta división por categoría social -la que, por otra parte, reconoce origen romano- y allí 
donde un hidalgo merecía pena pecuniaria y de destierro, un negro, mulato o indio eran 
castigados con azotes y vergüenza"^. 

"La pena de azotes era afrentosa y se aplicaba a espaldas desnudas por las calles y 
en la plaza, o al pie de la horca y no se hacía lugar a su ejecución reservada dentro de la 
cárcel"'9. 

El defensor de pobres del Cabildo Francisco Antonio Beláustegui, intervino 
en representación de Francisco Antonio Moreno, Juan Pablo González y Felicia-
no Amarilla, solicitando su absolución por falta de pruebas. Por su condición de 
indio, a José Mariano González lo asistió jurídicamente otro funcionario: el se-
ñor Fiscal Protector de Naturales, cargo que ejercía el Agente Fiscal en lo Penal, 
quien también solicitó la absolución. 

Ratificados los testigos en sus dichos, el Fiscal volvió a solicitar la misma 
pena que en su escrito de acusación. 

Finalmente, el 7 de septiembre de 1795, el Juez condenó a seis meses de pre-
sidio al indio José Mariano González y absolvió a los otros tres imputados, orde-
nando su inmediata libertad. 

Todos ellos pasaron algo más de dos años en la prisión colonial, esperando 
un juicio demorado y que sólo se inició gracias a las gestiones del regidor defen-
sor general de pobres del Cabildo, Francisco Antonio Beláustegui, quien puso 
fin a la injusta situación de los reos. 



(1) El gremio de los panaderos era uno de los más importantes en la Buenos Aires colonial. 
Algunos de ellos llegaron a amasar importantes fortunas, al punto que en 1774 debió regu-
larse la producción de pan, prohibiendo a las panaderías fabricar más de una fanega diaria 
de harina de pan o bizcocho, bajo apercibimiento de aplicarles una multa de mil pesos la 
primera vez, y la expropiación y el destierro en caso de reincidencia. También se prohibía a 
los extranjeros la producción de pan. Con esta norma se buscaba que las panaderías no asfi-
xiasen a la producción que muchas familias realizaban en sus casas y que los panaderos no se 
enriquecieran en demasía, ya que este gremio venía realizando desde el año 1771 una suerte 
de estanco, adquiriendo la totalidad del trigo y la harina e impidiendo a los particulares fa-
bricarlo en sus casas. 

(2) Cruz, Enrique N., Pobreza, pobres y política social en el Río de la Plata, p. 107. 
(3) Acta del Cabildo del 4 de mayo de 1785. En: Levene, Gustavo Gabriel, Nueva Historia 

Argentina. Tomo I, p. 332. 
(4) Levene, Gustavo Gabriel, Nueva Historia Argentina. Tomo I, p. 331. 
(5) Rebagliati, Lucas Esteban, Caridad y control social en el Buenos Aires Virreinal: El caso del 

Defensor de Pobres (1776-1809), p. 9. 
(6) Exposición del Alguacil en la sesión del Cabildo del 11 de octubre de 1753. Levene, Gus-

tavo Gabriel, Nueva Historia Argentina. Tomo I, p. 333. (Común era la designación del retrete). 
(7) Levene, Gustavo Gabriel, Nueva Historia Argentina. Tomo I, p. 332. 
(8) Levaggi, Abelardo, Historia del Derecho Penal Argentino, p. 56. 
(9) Levene, Ricardo, Historia del Derecho Argentino. Tomo II, pp. 144-145. 
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"Información de pobreza de los herederos de Da. Ana de la Barca" 

Los herederos de doña Ana de la Barca se 
vieron precisados de seguir pleito contra don 

Francisco de Suero (yerno de doña Ana) para que 
les hiciera entrega de la herencia y rindiera cuentas 

de la administración de los bienes como albaceas1. 
El objetivo no fue solamente cobrar lo que les era pro-

pio y les correspondía por todo derecho, sino asegurarse de 
que la justicia que los asistía no quedara vulnerada. Por ello el Dr. Martín José de 
Segovia pidió información de pobreza con citación del Fiscal, la parte contraria 
y subalternos. Antes de finalizar la presentación advirtió que Francisco de Suero 
se hallaba próximo a abandonar la ciudad, por lo que pidió que no saliera hasta 
resuelta la causa2. 

El 29 de noviembre de 1793, la Real Audiencia mandó nombrar Procurador 
Instruido a Segovia, notificando a éste, al Fiscal Civil y a los subalternos del 
Tribunal3. 

Los procuradores de número carecían de grado universitario y estaban vin-
culados a los abogados y autorizados por la Audiencia para ejercer su oficio, 
después de justificar su origen legítimo y capacidad legal. Los servicios de estos 
hombres de abundantes letras y diestros en defensas eran muy solicitados. De-
bían presentarse a la Audiencia a escuchar a los relatores y presenciar la tasa-
ción de costas, vestidos de chaqueta de falda corta y mangas ajustadas, manto, 
sombrero redondo y tocados con peluca blonda, pero sin golilla4, reservada a 
los abogados. 



- La Audiencia de Lima: presidente, oidores, alcalde, fiscal y 
alguacil mayor de este reino. El primer nueva corónica y buen 
gobierno. Felipe Guamán Poma. 

En 1786 existían cuatro procuradores; pero el 16 de marzo el Tribunal autori-
zó para actuar de oficio cuatro más, entre los que se encontraba Martín José de 
Segovia, que representó a los herederos en este expediente5. 

El 5 de diciembre se presentaron los testigos de la parte que solicitaban la 
información, comenzando por Domingo de la Torre, de 43 años, vecino de la 
ciudad, que juró según forma de derecho6. Por herederos de Ana de la Barca 
conocía a Feliciana, María, Juan y José, sin saber el apellido de ninguno de ellos 
o si había más herederos. María no era pobre, pues le conocía casa propia, es-
clavos y horno. José y Feliciana tenían cada uno una casita de poco valor, por lo 
que los "contempla pobres" y debían ser ayudados para la defensa del pleito que 
intentaban seguir. Lo mismo sucedía con Juan, pues a pesar de haber tenido una 
casita la había vendido. 

El siguiente testigo fue Mariano San Martín, vecino de la ciudad, de 37 años, 
quien juró por Dios. Por herederos de Ana de la Barca conocía a dos señoras y 
hermanas llamadas Feliciana y María, cuyos apellidos ignoraba. De vista conocía 
a un hermano de las mismas, como a Juan Francisco de Suero. A doña María le 
conocía casa propia, esclavos y horno de fábrica de ladrillos; a doña Feliciana sólo 
le conocía casa de poco valor en la que vivía. Del hermano ignoraba el nombre y 
si tenía bien alguno, pero sin embargo el traje en que generalmente lo veía deno-
taba demasiada pobreza. Finalmente, José Pérez, vecino de la ciudad, de 30 años, 



- Hierra en una estancia. Anónimo 

jurando según forma de derecho, dijo que como herederos de Ana de la Barca 
conocía a las hermanas María y Feliciana, casada la primera con Dionisio Ortega, 
a quien conocía hacía mucho tiempo, que no era pobre, con casa propia, esclavos 
y horno de cocer ladrillos. De la segunda sabía que tenía casita de poco valor. 

Terminadas las declaraciones de los testigos, el 11 de diciembre, la Real Au-
diencia mandó dar traslado a la otra parte, notificando Manuel Joaquín de Toca 
a Juan Francisco Suero y a Segovia. Este, a nombre de los herederos que pedían 
la declaración de pobres de solemnidad, informaba que habiéndosele dado tras-
lado con quien tenían que litigar, no verificó ni devolvió el expediente el día 
indicado, por lo que lo acusó de rebeldía. Reunida la Audiencia el 17 de diciem-
bre, se leyó la petición y mandaron traer los autos a la Real Sala, notificando a 
Segovia y a Suero. Pero la contraria no contestó a pesar de la rebeldía solicitada 
y de la providencia de autos de la Audiencia que pedía se librara apremio. 

El 24 de diciembre el Alto Tribunal mandó que Suero fuese puesto en la cár-
cel, siendo notificado el Procurador el mismo día y el acusado, el 2 de enero de 
1794. Cómo éste no se presentó, frente a la insistencia de Segovia, el 10 de enero 
se dio traslado a los subalternos del Tribunal mandando dar vista al señor Fiscal. 

El 16 de enero Manuel Joaquín de Toca dio cuenta de que los subalternos vie-
ron los antecedentes de la información producida y aunque una de las herederas 
parecía tener bastantes bienes de fortuna, como los demás se hallaban escasos de 
ellos, estaban en el caso de que por el momento y hasta que recibieran la heren-
cia que intentaban recaudar, se les declarase pobres. 



- Vista parcial del expediente. 

Los subalternos eran los relatores que según la Real Cédula para el estable-
cimiento de la Audiencia Pretorial en Buenos Aires de 1783, debían ser dos. Al 
momento de esta causa eran Julián de Leiva y Manuel de Irigoyen, abogados 
que por encargo del Regente debían preparar por turno, una relación clara y 
sencilla de los hechos presentados por las partes, detallando razones y alegatos. 

La relación se realizaba en audiencia pública, como lo hicieron en este caso, 
con la asistencia de procuradores y abogados en los pleitos superiores a 200 
pesos, agregándola al expediente con sus firmas, y sirviendo de base para el dic-
tado de la sentencia. Se vestían de capa larga, peluca blonda y gorra, y cobraban 
500 pesos anuales7. 

Es importante tener presente que hasta el año 1789 la situación de la Audien-
cia de Buenos Aires era delicada y urgía que se incorporara a ella un segundo 
fiscal. Desde su fundación, los asuntos civiles, criminales, de Real Hacienda y de 
Naturales, habían sido atendidos por un solo fiscal, José Márquez de la Plata, 
que a pesar de su buena voluntad, no podía abarcar el desmesurado trabajo, al 
que se sumaba su mala salud. Por ello solicitaba la división de la Fiscalía, a lo 
que se dio respuesta por decreto de Carlos IV del 13 de julio de 1786, creando la 
plaza de Fiscal del Crimen y Protector General de Naturales de la Audiencia de 
Buenos Aires. El nombramiento de Francisco Manuel de Herrera se realizó el 22 
de noviembre y la ceremonia de toma de posesión del cargo el 29 de diciembre 
de 17898. 

El 5 de febrero, el fiscal civil José Márquez de la Plata, dictaminó que según lo 
suministraba la información producida por los herederos, no parecían hallarse 
en el estado de indigencia requeridos para ser declarados por pobres, al menos 
en cuanto al privilegio de poder que el papel del sello cuarto corto gravamen po-
día soportar. Entonces, el 11 de febrero los jueces de la Audiencia declararon: "no 
ha lugar a la declaración de pobreza que se solicita". 



NNotaS 

(1) Información de pobreza de los herederos de doña Ana de la Barca, Real Audiencia, 1793. 
(2) Francisco Javier de Lima -vecino del partido de Areco- reclamó la casa que perteneció a 

su suegra, Ana de la Barca y Moncada, diciendo que fue dote de su mujer. El albacea Francisco 
de Suero, otro yerno, pide que presente pruebas. 1774. Legajo L 6 Expediente 13. 

(3) Todos los documentos son firmados por Manuel Joaquín de Toca, quien desde 1791 era 
uno de los escribanos de Cámara de la Real Audiencia. 

(4) La golilla era un adorno hecho de cartón forrado de tafetán u otra tela negra, que cir-
cundaba el cuello, y sobre el cual se ponía una valona de gasa u otra tela blanca engomada o 
almidonada usado antiguamente por los ministros togados y demás curiales. 

(5) Leiva, Alberto David, Historia del foro de Buenos Aires. La tarea de pedir justicia durante los 
siglos XVIII a XX, Buenos Aires, Ad-Hoc, 2005, pp. 49-50. 

(6) La condición de vecindad durante la colonia permaneció sujeta a la casa poblada en la 
ciudad y en la campaña; pero la antigua ciudad indiana requería también del servicio en mili-
cias. Cansanello, Oreste Carlos, De súbdito a ciudadanos. Ensayo sobre las libertades en los orígenes 
republicanos 1810-1852, Imago Mundi, 2003, pp. 15-16. 

(7) Leiva, Alberto David, Historia del foro de Buenos Aires^, op. cit., pp. 65-68. 
(8) Levaggi, Abelardo, Francisco Manuel de Herrera, fiscal de la Audiencia de Buenos Aires (1789-

1799). Derecho, asuntos indígenas, religión y economía. Buenos Aires. Facultad de Derecho, UBA, 
2008, pp. 126-127. 
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"Información de Pobreza de Casimirio Falcón: negro libre" 

-.7 -i'íilt 
Una ley que se generó en una sociedad 

desigual otorgó posibilidades de dominación 
sobre los sectores más bajos, entre los que esta-

ban los afroamericanos esclavos y libres. 
La justicia colonial se administraba en una socie-

dad rígidamente jerarquizada que tenía en cuenta las di-
ferencias reconocidas por todos los integrantes de la sociedad. 

El procurador de pobres Francisco de Alba, a nombre de Casimiro Falcón, 
negro libre, con el más debido respeto, y como más en derecho lugar haya, com-
parece ante V. A., y dice que se halla en posición su protegido de seguir litigio en 
uno de los juzgados ordinarios al Albacea de su finado padre y ex amo1, Ignacio 
Falcón, tras habérsele usurpado el derecho a bienes que tenía, por parte de los 
herederos legítimos, que no tenían en cuenta la cláusula y su reclamo. 

Lo que se denunciaba en la acción principal, era la maniobra de apartarlo del 
acceso a una condición superior. Más que la mezcla racial, se trataba de contener 
la mezcla social por un hijo bastardo2. 

Para Casimiro, sólo le era posible litigar "allanándose un estado infeliz y de miseria 
cargado de tiernos hijos, y una pobre mujer, y por no poder por esta razón hacer constar su 
derecho y la justicia que le asiste". Por tanto, de Alba pedía y suplicaba a la Real Au-
diencia que se sirviera mandársele informar que aparecían inconvenientes dentro 
de su protegido, a través de los testimonios que produjere, bajo la religión del jura-
mento y con citación al señor Fiscal, solicitando se le declarase pobre de solemnidad, 
debiendo gozar de los privilegios de tal en el procedimiento de justicia. 



- Vendedores de galletas, velas y dulces. Alcide D'Orbigny 

Entre los negros se percibía un esfuerzo constante por lograr la adaptación 
e integración a través de una negociación permanente, mediante el uso de las 
opciones que la ley y la sociedad les otorgaban, de los márgenes para escapar a 
su condición en una actitud de sometimiento y de crítica cuyo eje giraba en este 
período hacia un débil reconocimiento de la autoridad. En torno a ellos, puede 
observarse a través de estas causas judiciales, cómo reelaboraban los mensajes 
de la elite y las fuerzas de control. 

El negro Casimiro reunía estigmas que le dificultaban su declarada condición 
de libre. Además de su filiación ilegítima, estaba dedicado a trabajos manuales3. 

La Audiencia mandó a efectuar la Información de Pobreza con citación a 
Joachín Vieyra; Albacea de Ignacio Falcón. Se presenta el testigo Martín Po-
rra, quien declaró bajo juramento por Dios Nuestro Señor y una señal de Cruz 
según cargo, prometiendo decir la verdad de lo que supiese en lo que se le 
preguntase: "Que hace como ocho años que conoce al que se presenta, que sabe que 
está litigando por la herencia de su padre, que no conoce a su Albacea. Que Casimiro es 
oficial de. zapatero, que actualmente trabaja en la tienda en la que ha trabajado en otras 
varias ocasiones, y siempre lo ha conocido, y aún conoce que es pobre miserable, sujeto 
a mantener obligaciones con lo poco que gana en su ejercicio, quedándose como mucho 
con cuatro reales diarios. 

Inmediatamente, la parte interesada presentó por testigo a Juan Nepomuce-
mo: "hará como doce años que le conoce a Casimiro, que está litigando la herencia de su 
Padre. Expresa que el pretendiente es oficial de. zapatero, y que actualmente trabaja en la 
misma tienda que él, y como mucho saldrá con tres reales diarios". 

Se presentó luego don Isidro Montaño. Dijo que hacía como seis meses que 
conocía a Casimiro Falcón: "con el motivo de haberle dado obras de zapatería para que 
las hiciere, y por esta razón sabe que este individuo es Oficial de zapatero, que es suma-



- Encuentro en el campo. Carlos Morel 

mente pobre con bastante familia que mantener, pues sólo tiene para ello lo poco que le 
produce su trabajo, y que a lo sumo le da para llegar a tres reales diarios". 

Dándose vista nuevamente a la Real Audiencia Pretorial, estando en la Públi-
ca, se hizo presente la anterior información, mandando traslado a la parte subal-
terna y vista al Fiscal, notificándose el Decreto ante al Procurador de Pobres en 
lo Civil y en el mismo día a Joachín Vieyra. 

El Procurador de Pobres intervino y "habiéndosele dado a Vieyra por abandonar y 
no otra cosa alguna, le acusa rebeldía en forma". La parte contraria no sacó los autos 
de la Oficina, sin embargo hubo de cursarse la rebeldía y notificar. 

Casimiro Falcón insistía en que "se le declare por ahora por pobre y hasta 
tanto que perciba la herencia que intenta disputar, o como mejor sea del Superior 
arbitrio del tribunal". 

La Audiencia mandó traer los autos a la Real Sala: "doy a Falcón por pobre, 
haciendo caución fundadora de. satisfacer los daños al Real Fisco y subalternos llegando 
mejor fortuna, y se le da en este auto las certificaciones que pida". 

Se notificó al negro Casimiro Falcón y enterado, dijo que juraba a Dios nues-
tro Señor y a una señal de Cruz, que llegando a mejor fortuna satisfaría los de-
rechos que adeudase al Real Fisco y Subalternos. No firmó porque dijo no saber. 
En su lugar lo hizo uno de los testigos que se hallaban presentes: don José García 
Diego y don Isidro Montaño, a ruego del actor. 



^^/ataS 

(1) Se trataba de una sociedad en la que el honor estaba profundamente vinculado a la 
reputación, y su mantenimiento no exigía una congruencia entre la moral privada y secreta, 
y la imagen que se pretendía sostener en público. El cuidado de tal imagen se basaba en la 
prudencia, el secreto y el ocultamiento. Sin embargo, hacia fines del siglo XVIII se extendió el 
mestizaje, y para los sectores más bajos fueron surgiendo numerosas excepciones que mos-
traban vías de ascenso social, a pesar de la legislación restrictiva en nombre de la limpieza de 
sangre. La razón fue que, demográficamente, estas castas superaban a los españoles y había 
que recurrir a esa mano de obra. A esto debemos agregar las particulares condiciones de Bue-
nos Aires, con la reciente creación virreinal, siendo una ciudad periférica en expansión y más 
abierta a las ideas ilustradas europeas. 

(2) Es posible que algunos de estos defensores, ya imbuidos a fines del Siglo XVIII de la 
Ilustración, desempeñaran un papel en la difusión de las ideas liberales, hostiles a los abusos 
de la esclavitud. 

(3) En la primera etapa de la Colonia, los negros libres eran excluidos de los oficios por 
los estatutos selectivos de los gremios. No poseyendo tierra ni instrumentos de producción, 
muchos fueron considerados vagabundos. A fines del siglo XVIII, con la paulatina apertu-
ra comercial y una economía más dinámica, surgieron estrategias de los esclavos para salir 
de la condición servil. Asimismo, grupos mestizados comenzaron a constituir una fuerza de 
trabajo libre mucho menos onerosa que la mano de obra servil. En este marco, las antiguas 
exclusiones legales no siempre resultaban efectivas frente a los oficios de la gente de color. 
Una resolución real declaraba que los oficios de herrero, sastre, zapatero, carpintero y otros 
eran honrados y que no envilecían a la familia ni a la persona, facilitando la apertura la<boral 
y cierto ascenso de la población más discriminada, a través del acceso a esos oficios. La gente 
de color, pronto engrosó las filas de los sastres y zapateros. 
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"Civil Mariano Galdos con el Marqués de Casa Hermosa Auxiliadora" 

Don Mariano Galdos, vecino de Chuquisa-
ca, se presentó ante la Real Audiencia de aquel 

distrito que lo declaró pobre de solemnidad y otor-
gó poder para exigir al Marqués de Casa Hermosa 

las sumas debidas en concepto de costas: "en que ha 
salido condenado en la causa que por vía de apelación ha se-

guido en este tribunal contra doña Gregoria Ana de las Cuentas, 
vecina de otra provincia, y viuda de don Miguel Antonio de San Román por cantidad 
de pesos que debe a la testamentaria de don Gerónimo Galdos de Arellano". Con dicho 
poder, el Procurador de Pobres en lo Civil se presentó ante la Real Au-
diencia de Buenos Aires, a fin de intentar la realización del derecho de 
don Mariano Galdos. 

El expediente presenta algunos caracteres interesantes reflejados en la figura 
del demandado. Se trataba de un integrante de la nobleza, que ostentaba el tí-
tulo de Marqués de Casa Hermosa. Era un importante funcionario indiano, que 
ocupaba los cargos de Corregidor de Huaylas e intendente de Puno. 

El hecho de demandar a un poderoso ampliaba las circunstancias en que una 
persona podía ser declarada pobre solemne, ya que se consideraba necesaria la 
asistencia derivada de dicha declaración, a efectos de nivelar la desigualdad 
social de las partes1. 

La nobleza era uno de los tres estamentos medievales y del antiguo régimen, 
junto con el clero y el tercer estado (pueblo llano). Algunas de las característi-
cas de esta clase social eran que no pagaban determinados impuestos, tenían 
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representación del Marques de Casa-Hermosa d. la. diputación provincial 

de Canarias como individuo suplente de ella. 

•Mjuxeeleiitisimo Srftar.— Kl teniente coronel eomanJ.i nte det regimiento 
provi'icini de Güimar D.Jose Jacinto de Mesa Margues de Cata-Hetmost 
individuo suplente de esta Diputación, se creería indigno de ta confiante 
fue mereció á Ai Provincia, si d vista de la rivalidad y discordia recon-
centrada en ella, en pugna con su mutua prosperidad, que es el principal 
ohgeto del instituto de y . B. dríase de hacerle presente con la atención 
debida: que esta desunión de fatal porvenir es fomentada de continuo 
por las repetidas Iransgresiones de los decretos y resoluciones de las cór^ 
tes do traen origen y de las mas escandalosas infracciones de la constitu-
ción- Corramos el velo sobre el primer fumes de la arbitrariedad que su-
perando las leyes del reynoy el reglamento de la junta central, dieron lu-
gar á desconocidas usurpaciones y despojos, que exasperaron los ar.imot 
y encendieron primera y segnnda vez los odios y resentimientos de pue-
blo á pueblo, dejándolos preparados para una desavenencia continua: no 
recordemos ci modo con q te un López Lago, cumplió la gracia reclamada 
«orno subrepticia del tiempo deGúdoy, ni el descarado despotismo de ua 
Carbajal en conceder el aumento de electores contra el sitado reglamento 
y acuerdo déla junta que presidia para las elecciones de diputados 4 
eórtes extraordinarias, y alejemos de r,ue¡tra memoria la decidida par-
cialidad de un la Buria , que residiendo en una casa de campa , ú un cor-
to pasco de esta ciudad y acabado de instalar en ella la superior junta dt 
sanidad, difiere el cumplimiento del decreto de 23. de mayo del ano 1 3. 
convocando las Cortes ordinarias centra el de responsabilidad de w dt 
novitmbrt del año anterior , para formar en esa villa ¡a preparatoria 
con solos sus vecinos. Dejemos á un lado la monstruosa abundancia de par-
tidos preparados por esta, para formar su cuarto ¡i distancias inmensas^ 
desentendifndose de la demarcación existente y conocida que se le pre-
ceptuaba, y de las bases de poblacion fijas por la ley de 9 dt octubre-, y 
pasemos por el engaño de que esta división provisional, e>a para el tolo 
acto de las elecciones •,y olvidemos parif ssimprefl desengaño sucesivo con 
la primera diputación provincial en que representantes de ius nuevos par-
tidos, fueron preferí dos á tos antiguos existentes de mayor población, anit 
considerados en el estado de desmembración á que los redujo ¡a preparato-
ria contra la sitada ley,y en el de ser legitima su representación pasiva, 
ya que por desgracia, tan justas reclamaciones no pudieron resolverse «»• 
tes del fatal decreto de 4 de mayo, con cuyo motiva, quedo' en su pif et 
germen de rivalidad y desunión que le ha fomentado poruña serie dt 
acaecimientos posteriores d la feliz restauración del sistema y de las cor. 
tes, acompañados de infracciones manifiestas de sus resolusionesy de sut 

Una ligera tpeada sobre las ruidosas contestaciones ^queel seüor 
Ciefe considero de fatal trascendencia] relativas al juramento que se It 
mandó por el real decreto de tp de margo del año 10 en el ayuntamiento 
de la capital, donde no la ba habido nunca de provincia y solo se conocen 
¡as respectivas á cada isla-, es una prueba incontestable de esta verdad, 
prescindiendo de lo justo ó injusto de los motivos que le inclinaron á jurar 
tn esa villa subalterna del Partido civil y político de esta ciudad capital 
de la isla, en que residía la primera autoridad política que venía á releva''' 
y la consular de la provincia y dt los que tubo para establecer en ella la 
segunda junta preparatoria, la electoral y la diputación provincial, cuan-
do fué arbitro en fijar aquí ó nlli su ordinaria recidencia.— Qtra reci-^ 
mnte acaecimiento anticonstitucional ba perturbado el órden púhlicxi y 
tmptUado los pueblos en conttstae.oaet desagradables, sobre lá tai da cir-

- El segundo Marqués de Casa Hermosa se presenta a una diputación pro-
vincial de Canarias. 1821. 

grandes extensiones de tierras y gran cantidad de campesinos o siervos que tra-
bajaban para ellos. Sus títulos eran hereditarios, a través de la institución del 
mayorazgo2. 

Los nobles integraban la más alta elite socio-política y gozaban de una condi-
ción jurídica diferente a los demás individuos. En el caso de estallar algún tipo de 
conflicto armado, estaban obligados a ponerse al servicio del Rey para las gue-
rras. En este sentido, la identificación de la nobleza con el servicio de las armas 
tenía como efecto que, además de reservarse a los miembros del estamento los 
puestos de dirección de los ejércitos, estuvieran exentos de las levas obligatorias, 
(fórmula de reclutamiento que algunas monarquías, como la hispánica, comen-
zaron a aplicar a fines del siglo XVI). 

El Marqués de Casa Hermosa, caballero de la Orden de Santiago, desarrolló 
una importante y extensa carrera militar, en la cual "desempeñó durante veinti-
cuatro años los destinos de teniente, capitán y coronel del Regimiento de Infantería de 
Tacoronte", en su Tenerife natal3. 

La nobleza en España surgió con la reconquista. Los más distinguidos por su 
jerarquía recibían la denominación de Grandes de España. Aunque la dignidad 
de Grande se asociaba tradicionalmente a los duques, podía acompañar a los 
títulos de Marqués, Conde, Vizconde, Barón y Señor. Incluso en algunas ocasio-



nes podía poseerse esta dignidad por sí misma, es decir, sin estar adscrita a un 
determinado título nobiliario. 

Luego de la Revolución de Mayo de 1810, la Asamblea del Año XIII abolió 
los títulos de nobleza y la Constitución Nacional de 1853 confirmó dicha aboli-
ción en su artículo 16, ya que "la república no admite prerrogativas de sangre ni de 
nacimiento, típicas de las formas monárquicas en las que el gobierno es compartido con 
la nobleza de origen, una clase social que llega al poder sin exigencia de mérito personal 
y lo utiliza para su propio beneficio""4. 

Este caso trataba sobre la figura de un Marqués. El término de Marqués o 
Marquesa era un título nobiliario mediante el cual monarcas europeos conce-
dían un honor o dignidad a ciertas personas y linajes a lo largo de la historia. Su 
posición en la jerarquía de la nobleza europea refiere a una categoría inferior a 
la de Duque y superior a la de Conde. Sus orígenes provienen de los señores de 
frontera del reino, llamados inicialmente marqueses, ya que tenían a su cargo 
la defensa y administración de una marca dentro del Imperio Carolingio. Estas 
marcas eran territorios fronterizos, como la Marca Hispánica (frontera con los 
territorios musulmanes). 

La merced de Marqués de Casa Hermosa fue concedida, según Real Decreto 
del 30 de octubre de 1766, a D. Francisco José de Mesa y Ponte, Pagés Castilla y 
Machado, por el monarca Carlos III. 

Francisco José de Mesa y Ponte, Primer Marqués de Casa Hermosa, nació el 4 
de marzo de 1733. Sucedió en el mayorazgo de Ponte y fue Caballero de la Orden 
de Santiago. Luego de su extensa carrera militar en el Regimiento Provincial de 
Tacoronte, decidió trasladarse a América. 

"A medida que la colonización española fue avanzando, cuando el Estado español, 
ante la sorprendente realidad de los hechos, hubo de abandonar su actitud de escepticis-
mo y apartamiento de los primeros tiempos, fue haciéndose de día en día más nutrido el 
cuadro de. nuestra burocracia colonial. La creación de. los primeros virreinatos y antes de. 
las audiencias, hizo pensar a muchos españoles peninsulares en las grandes ventajas que 
podrían obtenerse sirviendo al Estado en los nuevos territorios coloniales desempeñando 
destinos burocráticos altamente productivos y sin los riesgos y penalidades de los des-
cubridores y colonizadores. La nobleza peninsular estimó como un honor muy señalado 
y lucrativo desempeñar en las Indias los altos puestos de. la administración del Estado 
-Virreinatos, Presidencias de. las Audiencias, Capitanías Generales, Gobiernos de. las ciu-
dades, Corregimientos de indios, etc.- (^)"5. 

Fue, sin dudas, don Francisco, una destacada figura dentro de la burocracia 
colonial, llegando a ocupar el cargo de Corregidor y Capitán General de la pro-
vincia de Huaylas, en el virreinato del Perú, por Real Despacho del 30 de sep-
tiembre de 17666. Sin embargo, recién pudo asumir el cargo en 1769 y lo ejerció 
hasta 17757, iniciando en el año 1777 un segundo quinquenio8. 

El cargo de Corregidor de Indios en el Virreinato del Perú era un puesto muy 
codiciado por los altos funcionarios indianos, a pesar de los magros sueldos y 
del traslado que pudiera ocasionar, ya que les permitía a sus titulares efectuar el 
repartimiento de mercancías y ejercer un monopolio sobre los productos de ne-
cesario consumo indígena, actividad, sin dudas, muy lucrativa9. Será el Marqués 
de Casa Hermosa el encargado de llevar a cabo la reforma y saneamiento de la 
institución de Corregidor, estableciéndolos como funcionarios bien pagos, pero 
sin reparto, y actuando como ejemplo10. 

Posteriormente, el 7 de mayo de 1789, fue designado Gobernador Intendente 
de la provincia fronteriza de Puno11, separada del Perú e incorporada al reciente 



- El corregidor y un encomendero discuten sobre. quién ha de 
llevar más dinero. El primer nueva corónica y buen gobierno. 
Felipe Guamán Poma. 

Virreinato del Río de la Plata. Su gobierno se extendió hasta el año 1799, en que 
aquejado de enfermedades, se embarcó rumbo a España12. 

Murió en Madrid el 20 de mayo de 1802, sin haberse casado, por lo que lo 
sucedió su hermano como Segundo Marqués de Casa Hermosa. Este título nobi-
liario referido, heredado de generación en generación, se mantiene vigente hasta 
nuestros días, siendo Salvador Palma Rubin de Celis quien lo ostenta desde el 
año 2009. 

Puede apreciarse la importancia del Primer Marqués de Casa Hermosa den-
tro de la burocracia colonial en la obra de Manuel Mujica Láinez quien en su 
pintura literaria de la historia de Buenos Aires lo incluye dentro de los altos 
funcionarios indianos que acompañaban el cortejo fúnebre del quinto virrey del 
Río de la Plata, Pedro Melo de Portugal y Villena13. En aquellos tiempos, el tema 
de las preeminencias en un cortejo fúnebre era fundamental. La jerarquía de los 
cargos determinaba con rigurosidad el lugar de cada asistente, tanto en la proce-
sión como en los responsos. 

"Ya se oyen los latines con claridad. Encabeza la marcha el deán, entre los curas ca-
tedralicios y los diáconos cuyo andar se acompasa con el lujo de las dalmáticas. Sigue el 
Cabildo eclesiástico, en alto las cruces y los pendones de las cofradías. Algunos esclavos 
se han puesto de hinojos junto a la ventana de Magdalena. Por encima de sus cráneos 
motudos, desfilan las mazas del Cabildo. Tendrá que ser ahora. Magdalena ahoga un 
grito, abre la puerta y sale. 



- Orden por la que se manda expedir Real Carta de Sucesión en el título de Marqués de Casa Hermosa, a 
favor de don Salvador Palma Rubin de Celis. 

Afuera, la Plaza inmensa, trémula bajo el tibio sol, está inundada de gente. Nadie 
quiso perder las ceremonias. El ataúd se balancea como una barca sobre el séquito despa-
cioso. Pasan ahora los miembros del Consulado y los de la Real Audiencia, con el regente 
de golilla. Pasan el Marqués de Casa Hermosa y el secretario de Su Excelencia y el co-
mandante de Forasteros. Los oficiales se turnan para tomar, como si fueran reliquias, las 
telas de bayeta que penden de la caja. Los soldados arrastran cuatro cañones viejos. El 
Virrey va hacia su morada última en la Iglesia de San Juan"'1'4 . 

Pero estas jerarquías fueron ignoradas por Magdalena, una vecina cuaren-
tona que se sumó al cortejo fúnebre llorando desconsoladamente y, contra todo 
protocolo, iba haciéndose un hueco hasta alcanzar el sitio que le hubiera corres-
pondido como viuda del Virrey. Incluso su tenacidad fue tal que hasta el mismo 
sobrino del ilustre muerto, compadecido, le extendió su mano protectora: "Mag-
dalena se desliza quedamente entre los oidores y los cónsules. Se aproxima al asiento de 
dosel donde el decano de la Audiencia finge meditaciones profundas. Nadie se atreve a 
protestar por el atentado contra las jerarquías. ¡Es tan terrible el dolor de esta mujer! 

El deán, al tornarse con los brazos abiertos como alas, para la primera bendición, la ve 
y alza una ceja. Tose el Marqués de Casa Hermosa, incómodo. Pero el sobrino del Virrey 
permanece al lado de la dama cuitada, palmeándola, calmándola 

La procesión ondula hacia el convento de las capuchinas de Santa Clara, del cual fue 
protector Su Excelencia. Magdalena no logra casi tenerse en pie. La sostiene el sobrino 
de don Pedro, y el Marqués de Casa Hermosa, malhumorado, le murmura desflecadas 
frases de consuelo"4^. 

Personaje histórico y literario, fue sin dudas el Marqués de Casa Hermosa un 
claro exponente de su época, imbuido de las ideas de la Ilustración y comprome-
tido con las reformas borbónicas. 

Lamentablemente, no se sabe cuál fue el resultado de la demanda entablada 
en su contra por Mariano Galdos, con el patrocinio del Procurador de Pobres en 
lo Civil. Ante este expediente de auxiliatoria, la Real Audiencia de Buenos Aires 
se expidió: "ocurra donde corresponda". 



(1) Mallo, Silvia, La sociedad rioplatense ante la justicia. La transición del siglo XVIII al XIX, pp. 
29 y 59. 

(2) El mayorazgo (o vínculo de mayorazgo) era una institución del antiguo derecho cas-
tellano que permitía mantener un conjunto de bienes vinculados entre sí de manera que no 
pudiera nunca romperse este vínculo. Los bienes pasaban al heredero de forma que el grueso 
del patrimonio de una familia no se diseminaba, sino que sólo podía aumentar. 

Todos los bienes que formaban parte del mayorazgo eran heredados indisolublemente por 
su heredero. Las condiciones para heredar se fijaban en el momento de crear el vínculo y 
solían incluir obligaciones que debía cumplir el heredero; la más habitual era la adopción del 
apellido del vínculo en caso de no poseerlo. El heredero era usualmente el mayor de los hijos 
varones, aunque en algunos casos podía ser cualquiera de los hijos, varón o mujer que se con-
siderara más capacitado para la sucesión. 

(3) Moreno Cebrián, Alfredo, El Marqués de Casa Hermosa, corregidor de Huaylas e intendente 
de Puno, p. 100. 

(4) Gelly, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina. Comentada y concordada. Tomo I, 
pp. 244-245. 

(5) Ots Capdequí, José María, Instituciones sociales de la América española en el período colonial, 
pp. 40-41. 

(6) Moreno Cebrián, Alfredo, op. cit., p. 100. 
(7) Ibíd., p. 101. 
(8) Ibíd., p. 102. 
(9) Ibíd., p. 92. 
(10) Ibíd., p. 99. 
(11) Ibíd., p. 112. 
(12) Ibíd., p. 119. 
(13) Pedro Melo de Portugal y Villena murió el 15 de abril de 1797 de manera imprevista 

en Pando, actual Uruguay, en viaje de inspección de fronteras mientras ejercía su cargo de 
Virrey del Río de la Plata. Sus restos fueron trasladados a Buenos Aires una semana después 
y enterrados con gran pompa en la iglesia de San Juan Bautista, donde aún siguen sepultados 
a la derecha del altar mayor. 

(14) Mujica Láinez, Manuel, El ilustre amor. En: Misteriosa Buenos Aires, pp. 135-136. 
(15) Ibíd., p. 138. 
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"Peralta Idelfonso preso en esta cárcel, solicita su libertad' 

El negro Idelfonso Peralta llevaba consi-
go su carácter ilegítimo por haber nacido de 

la mezcla racial y por estar dedicado a oficios 
manuales como zapatero. 
En muchos procesos judiciales se advertía cómo 

los esclavos recibían directamente los mensajes de la 
elite dominante, pero también enfrentaban la fuerza de sus 

órganos de control, los conocían y tenían la oportunidad de reelabo-
rarlos y adaptarlos al medio, más aun en situaciones de conflicto ante la justicia. 
Pero ¿en qué medida los esclavos contaron con un sistema jurídico que vino a 
reconocerles una esfera de derechos y una efectiva protección judicial? 

Difícil ha sido la supervivencia, la adaptación, el desarraigo, las presiones y 
los prejuicios que sufrieron los africanos esclavizados, siempre acompañados 
por un constante deseo de libertad. 

Hacia 1798, Idelfonso Peralta, de la ciudad de Córdoba del Tucumán, preso 
en la Real Cárcel en Buenos Ayres desde hacía cuatro años, solicitó su libertad, 
ser remitido a Córdoba y depositado en la casa que fuese del agrado del Supe-
rior Tribunal. 

El defensor general de pobres en lo Criminal, Josef Cáceres de Zurita, a nom-
bre de Peralta, sostuvo que "la prisión es únicamente por disputarse si es esclavo de 
Fernando Peralta, vecino de. Córdoba". Fue su hermano político quien lo puso preso 
en la Real Cárcel, con el objeto de venderlo en la Capital. Idelfonso se negó a su 
venta, alegando para ello la consideración de libre, por ser hijo natural de su 



- El escobero. Benjamín Franklin Rawson 

propio amo. Finalmente, dicho hermano abandonó esa intención de venta, pero 
amenazándolo, lo dejó en la prisión. 

Poco parecía importarle a la familia del amo su libertad como esclavo; sólo 
pretendía garantizar que no volviera a Córdoba. 

En esa sociedad el honor estaba profundamente vinculado a la reputación. Su 
mantenimiento no exigía necesariamente una congruencia entre la moral priva-
da y secreta, y pesaba la imagen que se pretendía sostener en público. 

En este caso, "manteniendo al peticionante lejos". Se trató de un intento por 
mantener a Idelfonso preso y a la distancia de Córdoba, "detenido por un orga-
nismo público por una cuestión privada", dando suficientes garantías sociales a la 
familia del amo y su casta. 

La inmovilidad social consagrada parecía reproducirse en una inmovilidad 
institucional. A causa de no haber comparecido el amo en su derecho ni para lle-
várselo, venderlo o disponer de otro pardo; de que su hermano político cerrara 
oídos a ambas propuestas y se ausentara, en presencia del señor Alcalde Ordi-
nario de Segundo Voto, el defensor Cáceres Zurita pidió rogando que a Peralta 
se lo remitiera a Córdoba. Solicitó que se lo excarcelara para hacerlo libre, bajo la 
seguridad como fiador abonado. 

En la maniobra para apartar a las castas (especialmente a los negros) del acce-
so a una condición superior; más que la mezcla racial, se apreciaba el intento de 
contener la mezcla social, dando por supuesto que todos los híbridos eran hijos 
bastardos sin derechos. 



El Defensor argumentó que "no puede estar más a la vista la irregularidad e injus-
ticia de semejante procedimiento, mayormente si nos hacemos cargo de que influido por 
el amo de Idelfonso, con el objeto de evitar entrar a juicio con aquel sobre su filiación na-
tural como hijo suyo habido con una esclava propia, no es regular ni conforme a derecho 
que víctima de. causa semejante fuese preso, y mucho menos que se le haya conservado así 
durante el término de cuatro años". 

A fin de que se pusiera término a esta situación, concurrió el Regidor para 
que se sirviera mandar a ponerlo inmediatamente en libertad, y así lograra ser 
restituido a Córdoba, donde proyectó usar de su derecho contra el amo referido. 
Ante este funcionario se presentó el Defensor de Pobres por el agravio que sufría 
su representado, por la inacción y otras consideraciones que ciertamente debían 
mover a piedad, dignándose por lo mismo ordenar que por el Juzgado Ordinario 
de Primer Voto se librare el correspondiente oficio de citación y emplazamiento, 
para que dentro de cuatro meses precisos compareciere el supuesto amo, por sí 
o por apoderado para llevárselo o venderlo. 

Corrieron cerca de dos meses sin tener noticia acerca de si se había librado 
o no el referido oficio. "Pero sea esto lo que fuere y como quiera -planteó Cáceres 
Zurita- mi representado no tiene otro delito que la referida disputa o interdependencia 
de si es esclavo o no; y la rémora, a caso maliciosa, que le disputa esta cualidad, está en 
no comparecer a estar a derecho, sufriendo entre tanto una verdadera pena que resiste 
la circunstancias de mover más que el interés pecuniario de su valor, pudiendo por otra 
parte asegurarse este para el caso que se remite el más apreciable beneficio de la humani-
dad que es la libertad". 

Lo que intentó promover el Defensor fue el principio orientador por la liber-
tad, en caso de duda con la servidumbre, reclamando un derecho de liberto, con 
una fianza abonada que tuviera a su representado a disposición del Juzgado, o 
que en su defecto asegurara las resultas del juicio relativas al valor intrínseco de 
aquel: "yo pues, a fin de redimirle los padecimientos de los dos meses y mas que restan 
para el termino señalado; y tal vez lo demás que tendría que esperar y sufrir; ofrezco 
desde luego afianzar a su nombre, todo lo sumo atentamente a satisfacción del juzgado, 
a cuya disposición está; a fin de que V. A. se digne ordenar que otorgándose la referida 
fianza, se le excarcele y ponga bajo ella en su natural libertad, a cuyo efecto haciendo el 
procedimiento más conforme. A V. A. suplico se digne mandar como se contiene y es de 
Justicia que implora". 

1I,C 



Era una justicia aplicada sobre una sociedad rígidamente jerarquizada y la 
ley difería para cada estrato social, pero "es una sociedad en la que la desigualdad es 
aceptada estratégica y racionalmente. Por lo tanto, se. transforma en una pluralidad de. 
equidades, según el derecho que le corresponde. y que es reconocido por cada individuo de. 
acuerdo a su situación social, para cada persona en una sociedad estratificada, pero móvil 
y dinámica en la que conviven diversos sistemas normativos, esforzándose por encontrar 
lo que es justo para cada uno"1. 

¿Cómo juega la duda en este proceso? 
El 24 de diciembre de 1799, ante los Señores Presidente Regente y Oidores 

del Consejo de esta Real Audiencia Pretorial, estando en visita general de Cár-
cel, se resuelve en auto que "se da cuenta de esta Petición, y manda se haga saber 
al apoderado del amo que dentro de un mes disponga de él, bajo la calidad de que se le 
pondrá a lo contrario en libertad". 

Hacia fines del siglo XVIII se tornaba difícil no justificar la mancha de ilegi-
timidad por herencia. Se valorizaba más la mezcla de indio y español en detri-
mento de las castas mezcladas con descendientes de esclavos negros; pero ya 
no constituía una barrera infranqueable, surgiendo numerosas excepciones que 
mostraban vías de ascenso social, a pesar de la legislación restrictiva. La razón 
era sencilla: demográficamente las castas superaban a los españoles y había que 
recurrir a esa mano de obra. Por otro lado, "la rioplatense se define en Hispanoamé-
rica como una sociedad multirracial con esclavos. En este. tipo de. sociedades la necesidad 
de. la esclavitud es incidental o superficial y no una parte integral de. la economía""2. 

La construcción de una identidad para estos ex esclavos era confusa y trabajo-
sa, siendo evidente una marginación social que persistiría a lo largo del tiempo. 
¿La suerte de Idelfonso Peralta podía cambiar? Por lo pronto, la justicia respon-
dió a corto plazo: "que se retenga al esclavo en segura prisión hasta que califique su 
cualidad de libre". Tal vez fuera una cuestión de tiempo y que nadie lo reclamara, 
jugando a favor de la libertad de Idelfonso. 

Q^otaA 

(1) Levi, Giovanni, Reciprocidad mediterránea, en Hispania, LX/1, Madrid, 2000, p. 120. 
(2) Es en este aspecto fundamental, donde más se diferencia la esclavitud rioplatense res-

pecto a las de economías de plantación de Brasil, el Caribe y el sur de Estados Unidos. Mallo, 
Silvia, Experiencias de vida, formas de trabajo y búsqueda de libertad. En: Memorias del Simposio. La 
ruta del esclavo en el Río de la Plata: su historia y sus consecuencias. Montevideo, UNESCO, 2004, 
p. 60. 
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C'C- / î̂ íTí?»- rxíy í» ch AT-ít-

/ 
/ 

?}7c 

u 7 / -p.y 
/ L ' j ^ 

¡to A /irc^-^'^ / ^ y ^ v 

// 
/ 

h '7 C". 
í t 



t-
k' 

\\ A 

- í - \ 

. -. • 
V 

1 

^ - f O 

tf ¿ i? . 

/ . 



"Ferrer Estanislao. Sobre haberlo atropellado el Alcalde la Villa de Luján" 

Estanislao Ferrer, vecino de la ciudad de 
Buenos Aires, el día 29 de abril de 1798, se 

presentó ante el Regente1 de la Real Audiencia, 
expresando que: "de resultas de haber sido atropella-

do, el año pasado sin el menor motivo, por el proceder del 
alcalde ordinario de la Villa de Luján, ha sufrido daños y per-

juicios que lo tienen reducido a una indigencia casi extrema". 
A tal fin solicitó previamente la declaración de pobreza para poder 

seguir la declaración de injurias y demandar los perjuicios, como lo acreditara 
con la certificación del escribano de cámara don Marcelino Callexa Sanz, que 
acompañaba con el escrito de petición2. A pesar de ello no encontró abogado 
que se hiciera cargo de su defensa; unos por encontrarse muy ocupados y otros 
enfermos. 

El procurador de pobres de la Real Audiencia de Buenos Aires, don Martín José 
de Segovia se presentó en nombre del demandante Ferrer. Relató que habiendo 
salido su representado al campo con algunos efectos de pulpería y hallándose en 
la Capilla de San Antonio en el mes de junio de 1794, Fernando Medina le pidió 
prestados seis pesos a la esposa de su defendido, doña Ramona Ana Sosa, dándole 
a ella en carácter de empeño, un chapeado de plata o cabezal^. 

En el mes de enero de 1795, en ocasión de haber pasado el actor por el Fortín 
de Areco4, informado Medina que éste llevaba algún dinero, cometió el aten-
tado de salirle un día al encuentro en el camino con amenazas, arrancándole 
tres pesos que tenía. Pero "no pasó aquí su desvergüenza", apuntó el accionante, 



- Un alto en la pulpería. Prilidiano Pueyrredón 

pues desistió de la determinación de interponer su justa querella ante la justicia 
llegando a un aparente convenio de amistad. Y después de cuatro años, el de-
mandado "tubo la osadía" de interponer una maliciosa queja contra Ferrer ante el 
alcalde ordinario de la Villa de Luján5, don Francisco Ugarteche. 

El referido funcionario haciendo lugar a la queja, procedió a enviarle a Ferrer 
y su familia, una comisión judicial con una partida de soldados al mando del 
teniente alguacil Moso, y con el mismo mencionado Medina, "tan armados como 
si fueran a enfrentar a los más tenebrosos delincuentes". 

Así, sin justificación ni prueba de la demanda de Medina, ni citación de au-
diencia a Ferrer, forzaron a este último a que entregara a aquél, el chapeado de 
plata, sin obligarlo a devolver los seis pesos en que se hallaba empeñado, ni me-
nos los tres pesos que le había arrancado en el camino, cobrándole además los 
gastos del Alguacil por su diligencia, causadas por su desobediente conducta. 

Por último expresó que produciría a su tiempo todas las pruebas y solicitó 
una conclusión justa con costas al demandado. De la demanda se dio traslado al 
Alcalde y al accionado Medina. 

El regidor decano y alcalde interino don Martín Lavo expresó que a Medina 
no lo halló por ninguna parte por lo que dejó constancia. Asimismo, y no obs-
tante no ocupar ya el cargo de Alcalde Ordinario del Cabildo de Lujan6 (cesó en 
enero de 1799), contestó el traslado don José Francisco de Ugarteche. 

El mencionado funcionario expresó que "a mediados de septiembre último (año 
1798), ocurrió un vecino hacendado en la Cañada Onda, cuyo nombre no tiene presente y 
expuso que hacía el dilatado tiempo de. más de. seis años tenía empeñado al Sr. Estanislao 
Alejo Ferrer un chapeado de plata por seis pesos. Que no tiene presente si tal empeño lo 
fue en ocasión del juego, pero si que tal Ferrer era uno de los que ocupan no el último lu-
gar en esa facultad. No procediendo atendida la cantidad de la demanda, oblando ya, una 
y otra parte gastos y diligencias inútiles, ordené al alguacil mayor a cargo de este Juz-



- Cabezada de plata. 

- Sello de la época. 

gado se trasladase en consorcio con el demandante al sitio donde se hallaba Ferrer, como 
así lo hizo. Y oyendo allí a una y otra parte, si resultaba cierto lo expuesto por el dueño 
de las cabezadas o chapeados, obligué a Ferrer las entregase en el mismo acto. Como no 
lo obedeció lo obligó traer a su Juzgado. El Alguacil Mayor cumplió pues encontró justa 
la demanda, obligando a Ferrer a devolver inmediatamente el freno y las cabezadas a su 
dueño pues las tenía puestas en su caballo. Pero Ferrer lejos de obedecer, respondió con 
palabras y proposiciones opuestas al decoro del Juzgado y del Juez, manteniéndose en que 
el hecho había ocurrido en el campo a solas. Por su conducta desobediente le obligó a pa-
gar al Alguacil Mayor los derechos de las diligencias causadas por tal actitud. Dejamosle 
si su Derecho a salvo, para que usase de la acción criminal que apuntaba, donde y cuando 
le conviniese, y al demandante para la bindicación de su injuria". 

El juicio concluyó verbalmente y por la cantidad ínfima de la que se trataba, 
correspondió el rechazo de la demanda, pues de lo contrario hubiese implicado 
alongar este tipo de proceso e "inutilizar la autoridad de. los jueces inferiores retra-
yendo la brevedad de estos procederes como lo exige la causa pública en estas exiguas 
demandas". 



El procurador de pobres en lo Civil, Martín José Segovia por don Estanislao 
Ferrer, solicitó de su parte a la Real Audiencia que se produjera información tes-
timonial a realizarse ante el Juez del partido de Areco para que tomara la corres-
pondiente información de los hechos a los testigos presenciales de los mismos. 

Finalmente la Real Audiencia decidió no hacer lugar a la información testi-
monial ofrecida por el actor Estanislao Alejo Ferrer, y respecto del crédito recla-
mado por este último contra el demandado Medina, le previno al Alcalde de la 
Villa de Luján poner acuerdo en juicio verbal, sin admitir escritos a las partes y 
que decidiera el asunto. 

^^/ataS 

(1) En ese entonces era Regente de la Real Audiencia de Buenos Aires don Benito de la 
Mata Linares quien se desempeñó en el cargo desde el 4 de marzo de 1787 hasta el año 1803, 
sucediendo a don Manuel Arredondo quien fuera el primer Regente de la Real Audiencia de 
Buenos Aires. Levene, Ricardo, Historia del Derecho Argentino. Tomo III, p. 401. 

(2) El 7 de agosto de 1798 se declaró válida y subsistente la renuncia de la escribanía hecha 
por Facundo Prieto y Pulido en su esposa e hija. Y se aprobó el nombramiento que ellas hi-
cieron a favor de Marcelino Callexa Sanz para que sirviese la escribanía. Callexa Sanz, cuyo 
nombramiento fue el 16 de agosto de 1798, entró a servirla el 23 del mismo mes y año. Levene, 
Ricardo, ob. cit., p. 410). 

(3) Conjunto de tiras de cuero de tientos trenzados, con pasadores, cadenillas o placas de 
plata, que se ponen en la cabeza del caballo y sirven para sujetar el freno. Las cadenillas 
constituyen la testera o frentera. Hoss de le Comte, Mónica Gloria. Platería Criolla. Ediciones 
Maizal, p. 80. 

(4) Fortín Areco perteneciente a lo que es actualmente Carmen de Areco. Gomiscek, Sofía 
Elena, La Villa de Nuestra Señora de Luján y su desmembración. Primera Parte. Gral. Rodríguez. 
Servicios Gráficos. 1999. 

(5) El título de Villa de Luján se lo da el gobernador de Buenos Aires José Andonaegui, el 
17 de octubre de 1755, con territorio demarcado, dando lugar así a la creación del Cabildo de 
Luján. Presas, Juan Antonio, Nuestra Señora de Luján y Sumampa. Ed. Autores Morón. Buenos 
Aires. 1974; Udaondo, Enrique, Reseña Histórica de la Villa de Luján. Luján. 1939. 

(6) La Justicia era ejercida por los alcaldes ordinarios de primer y segundo voto que, de-
signados anualmente por los capitulares, entendían en las causas del Fuero Civil y Criminal, 
como en todas aquellas que no estuvieran eximidas de su jurisdicción en razón de los fueros. 
Se trataba de jueces legos, a quienes se les exigía saber leer y escribir, tener casa poblada en 
el lugar y acreditar vencidad. No eran elegidos por las demás autoridades españolas sino por 
los cabildantes salientes. Archivo General de la Nación. Ministerio del Interior. Fondos Docu-
mentales. Período Colonial. Volumen I. 
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"Información de pobreza de Romualdo Salazar" 

¿Qué significaba en la sociedad tardo-co-
^ ^ lonial ser pobre? "Las informaciones de pobreza, 

es decir la solicitud de seguir litigando como pobre, 
i f j í I describen la pobreza en una forma muy particular y en 

M V J ' una relación que realmente pasa por todos los niveles de 
esta sociedad. El concepto de pobreza de esa época es definida 

por otras dos instancias: en primer lugar los oficiales de justicia, 
que son los que quedan sin cobrar la parte que les corresponde, y en segundo lugar por la 
opinión de los fiscales al respecto. Es decir que aquí quedan tres instancias. Los mismos 
pobres que se definen a sí mismos y los que testimonian su pobreza, por otra parte los 
oficiales de justicia que lo están viendo y describen cómo los están viendo y que de acuer-
do a eso aconsejan otorgar o no la posibilidad de la acción legal, y luego el planteo que 
hace el fiscal. Todo eso nos permite entonces llegar a definir de alguna manera lo que se 
considera entonces como pobreza y nos permite además indagar en prácticas tales como 
la caridad y la limosna""^. 

Buenos Aires, 1800, Juan de Almeyra, Procurador de Pobreza, dijo que en mé-
rito se ha de servir declarar en su consecuencia ser pobre, al mulato Romualdo 
Salazar; quien como aval se le debía auxiliar en el pleito que intentaba instaurar 
contra el Hermano Mayor de la Caridad2, Julián del Molino Torres, por ser todo 
ello conforme al mérito de los autos generales favorables y siguientes: "No se 
han propuesto otras reflecciones para enervar la fuerza de las pruebas producidas por mi 
prometido que decir que el es un Maestro de. zapatero3, cuyo oficio produce en esta capital 
bastante utilidad, ya que no es creíble que este pretendiente no la tenga si se quiere apli-



- Anónimo 

car al trabajo, pero ellas ciertamente son inadaptables en el caso propuesto si se atiende 
a la baja condición; miserable y deplorable constitución en que se haya Salazar; porque 
aunque es verdad que se le pueda dar la denominación de Maestro zapatero, es tan solo en 
el sentido de que sabe hacer zapatos ; pero no de que mantenga tienda pública con grupo 
de oficiales, con aperos abundantes y provisión de materiales, pues de todos ellos carece 
viéndose reducido a vivir en un quarto alquilado puertas adentro en una casa sin mas 
que una triste banquera y los instrumentos necesarios para trabajar un hombre solo sin 
manchas, reconocido, batiéndose en la calidad de otros maestros para que le den una que 
otra propuesta"4. 

El Procurador de Pobres diferenciaba este género de maestros zapateros, pero 
su sola particularidad demostraba los esfuerzos de sectores segregados de la 
población para liberar un oficio5 que lo convertía en legítimamente pobre: "no 
es de aquellos cuyo oficio produce bastante utilidad en este trabajo, sino de los que con 
su trabajo y su don personal mantienen con escasez y aun mendicidad sus obligaciones. 
Estos son aquellos legítimamente pobres a favor de los cuales se franquean unánimes en 
sus glosas las prácticas del patrocinio y ayuda como miserables, siendo entre estos puntos 
a servirles que el trabajo personal es suficiente causa de la declaratoria interesada". 

Más allá de sus condiciones para el oficio, existían limitaciones que le dificul-
taban sacar rédito de las mismas, siendo determinante su color y origen social. 

"Pero aún dado el caso de que el mulato Salazar tuviese mayores utilidades por razón 
de su oficio no le dejarían de la calidad de pobre capaz de afrontar los crecidos gastos 
judiciales en la substanciación de la dilatada causa por su naturaleza ordinaria contra 
un prepotente como el Hermano Mayor de la Caridad en el caso de ponderar lo abultado 
de los gastos"6. 

El defensor Juan de Almeyra sostenía que de la prueba producida resultaba 
que además de no poder mantenerse con las obligaciones propias de su oficio, 
Salazar mantenía una numerosa familia de cinco hijos, además de su persona y 
la de su mujer. "Dejó a la decisión de V. A. si un día este zapatero qual lo hemos pon-
derado aunque tuviese algunas utilidades con esta carga de familia podrá atender a sus 



- Boutique d'un Cordonnier. José Amman 

obligaciones y a las expensas cuantiosas de. un juicio ordinario, concluyendo de. todo ello 
la justicia con que se interpone la suplica y la exigencia de la revocatoria". 

Se presentó José de Berbel a nombre de la Hermandad de la Santa Caridad, en 
el recurso interpuesto, respondiendo al traslado que tenía conferido en forma, 
solicitando no hacer lugar a la declaración de pobreza, pues la parte no desvane-
cía las razones y fundamentos que en él se expresaban. 

Los subalternos del Tribunal han visto la información de pobreza producida 
por Salazar, y advirtieron que lo que alegaba y quería probar podía ser para 
mover a consideración y lograr su pretensión. Estos funcionarios procedían de 
buena fe y no pretendían que al que fuese verdaderamente pobre se le obligara 
a litigar, teniendo presente también que la parte contra quien hubiere de pleitear 
era en cierto modo poderosa. 

El fiscal José Marquéz de la Plata expresó que no había reparo en que al su-
plicante se lo declarase por pobre como solicitaba, bajo las prevenciones ordi-
narias. Pasando por autos a la Real Audiencia, vistos el consentimiento de los 
subalternos y del señor Fiscal, se declaró pobre para litigar a Romualdo Salazar, 
haciendo caución y juramentando de pagar los años que adeudaba siempre que 
llegase a mejor fortuna. 

"Juan de. Almeyra, Procurador, a nombre de. Romualdo Salazar, en el expediente obra-
do, sobre que se le declare Pobre en la forma deducida: digo que esta causa se halla con-
cluida en este Regio Tribunal, en donde se ha declarado Pobre a su protegido, y que a los 
efectos que le convenga y haya lugar en derecho, se ha de servir justificación, certificando 
ante Escribano de Cámara". 



^^/rataS 

(1) Mallo, Silvia, Fuentes Judiciales. En: La fuente judicial en la construcción de la Memoria, Su-
prema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires. La Plata, p. 590. 

(2) Esta hermandad ha sido definida como "uno de los tres pilares en los que estaba asentado el 
modelo asistencial español", junto al Estado Colonial que supervisaba las cuestiones sanitarias 
y la Congregación Bethlemita de los Hermanos Hospitalarios. Se fundará en 1727, y en su 
desarrollo histórico las intervenciones serán cada vez más abarcativas; aunque lentamente 
se irán corriendo hacia la asistencia médica de los pobres. Finalmente, en 1822, todas las ins-
tituciones a cargo de la Hermandad de la Santa Caridad eran entregadas a la Sociedad de 
Beneficencia. 

(3) Los zapateros eran los artesanos más numerosos en el período colonial, intentaban agre-
miarse y mantener los tres rangos del trabajo medieval: maestros, oficiales y aprendices. Sin 
embargo, la organización formal de los artesanos en gremios recién se impuso en el Río de la 
Plata en la segunda mitad del siglo XVIII. Las demandas de una sociedad en crecimiento y 
transformación, la escasez de artesanos a fines del siglo XVIII y principios del siglo XIX, su-
mado a las ideas liberales que empezaban a cuestionar las trabas productivas de los antiguos 
gremios, ocasionó lentamente la fractura de esta organización gremial tradicional. 

(4) En el Río de la Plata, a diferencia de la esclavitud de plantación, regía una "esclavitud 
estipendiaria" ligada a la producción artesanal y al servicio doméstico; es decir aquella donde 
los amos obligaban a sus esclavos a contribuir con un tributo individual llamado jornal. Éste 
era un gravamen pagado individualmente en moneda a un amo en particular. El tributo en 
moneda obligaba al "esclavo estipendiario" a alquilar su fuerza de trabajo fuera del dominio del 
amo, o bien, a producir mercancías para la venta en el mercado colonial. Así estos amos, que-
riendo llevar una vida ociosa, iban a buscar quien trabajara para ellos. Una vez bautizados, 
estos esclavos eran colocados en un taller como aprendices para enseñarles un oficio y "vivir 
de ellos". Saguier, Eduardo, La naturaleza estipendiaria de la esclavitud urbana colonial, el caso de 
Buenos Aires en el siglo XVIII. En: Revista Paraguaya de Sociología, año 26, n° 74, enero-abril, 1989, 
p. 45/46. En: Goldberg, Marta y Mallo, Silvia, La población africana en Buenos Aires y su campaña, 
formas de vida y de subsistencia. En: Temas de Africa y Asia N° 2, Facultad de Filosofía y Letras, 
Universidad de Buenos Aires, 1993, p. 35. 

(5) En esta etapa la Corona permitió la creación de un gremio segregado de zapateros al 
que pertenecían 55 mulatos y negros como maestros autónomos. Para 1778, se registraban en 
el oficio 62 mulatos y 20 negros. Barba, Enrique, La organización del trabajo en el Buenos Aires 
colonial. Constitución de un gremio. Centro de Estudios Históricos, Universidad Nacional de La 
Plata, La Plata, 1944.) 

(6) En este modelo de la caridad convivían diferentes iniciativas, superponiéndose y sin 
diferenciarse claramente. Hay que considerar la creciente tensión entre el Estado y la Iglesia, 
especialmente a partir del regalismo durante el siglo XVIII. El tema de que las salidas del 
Colegio de Huérfanas, por ejemplo, fuesen transitorias o definitivas, era una cuestión que 
siempre dio lugar a entredichos. 
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"Instancia promovida por Josef de los Santos sobre su prición' 

Esta causa se inició en la ciudad de Buenos 
Aires en 1802. El Defensor de Pobres intervino 

en nombre del negro libre Josef de los Santos, 
quien fue encarcelado luego de solicitar la compra 

de su esposa esclava a su respectivo amo. "Josef de 
los Santos negro livre casado con una esclava de Dn. Timoteo 

Campana; puesto a los venerados Pies de V. E con la mayor venera-
cion y respecto que debe disse: que cinco para seis meses dho. Campana lo tiene en el Rl. 
Presidio travajando en las obras; de su M. por su disposición formandose Juez de 
su causa y adelantando de proceder para que deste modo le pague lo qe. se le ase de cargo, 
y a su muger por la manutención desde el tiempo que se caso asta el presente; bueno que 
si ubiera Justa Causa para que este pague dho. cargo por lo que puede haverle mantido. 
Es libre; pero no puede obligarle que pague los gastos que ase con su mujer por ser una 
esclava a la que es sierto que no lo asiste en cosa ninguna; por cuio motivo se obligó el 
suplicante pedir al Amo de su mujer papel de venta, y le correspondio con calabozo asotes 
y por ultimo ponerlo en el estado en el que se alla; en donde por ley si fuese de. dho. que 
pague el cargo que se le ase no puede satistaser, menos dho. Campana no se cuvre sino 
que pague con la vida travajando preso todo el resto de ella". 

Don Campana, quien se presentase para "ajusticiar" al negro de los Santos 
denunció que: "(^), sobre, pedirme papel de venta para su muger, sin sentido se 
introduce en el guarto, ami abitacion, profiriendo, repetidas, desvenguenzas y amenazas, 
que sufri con paciencia, pr. no perderme y matar a este nego. Y por ultimo, llegó atanto su 
osadia, de atropellarme, levantarme la mano, tirarme en el suelo, lastimando meuna pierna, 



- Plaza del mercado. Emeric Essex Vidal 

qe. de. ello, en caso previsto lo acreditaré, con testigos; por cuya causa al siguiente, dia, con 
un escrito, me presente.. ante S. A y en seguida se providencio al al negro. le pusiese 
en el Presidio". 

Es importante destacar que, al no existir casi indios dispuestos a concha-
barse en el servicio doméstico y ante la ausencia total de los blancos europeos 
para esos menesteres, el negro cubría la demanda de servicio. ¿Qué tareas rea-
lizaban? ¿de qué manera, en caso de ser posible, podían sortear las trabas de la 
movilidad social? 

En las grandes ciudades regía, en la producción artesanal y en el servicio do-
méstico, una esclavitud estipendiaria. 

El valor de cada esclavo se estimaba según el precio de cambio que alcanzaba 
el producto-tributo en el mercado. Así, el tributo en dinero obligaba a los escla-
vos a incorporarse al mercado colonial y significaba que los dueños de distintos 
comercios contaran con más mano de obra que si el tributo no se cobrara. El 
negro esclavo era utilizado por el propietario blanco en todos los oficios ma-
nuales que el español se resistía a desempeñar. Unas veces lo hacían en talleres, 
por jornales que percibían de sus amos, y otras trabajaban directamente bajo la 
dirección de éstos. Sus mujeres atendían las tareas domésticas y colaboraban en 
aquellas faenas caseras. Aparte de sus tareas específicas, no era raro que los ne-
gros se dedicaran a producir diferentes artesanías cuya renta, en muchos casos, 
representaba buena parte de los ingresos familiares. 

La pervivencia de formas apenas encubiertas de servidumbre negra tenía 
cierta lógica en una economía en expansión y escasa de brazos, por lo que esa 
sociedad se aferró al trabajo esclavo e "^intentó aumentar el pool de trabajadores 
servilizados"1. 

En el caso de Buenos Aires, que se hallaba en plena expansión, la demanda 
era sostenida por parte de los diferentes servicios anteriormente detallados. 

Para que la esclavitud como sistema operara, requirió de un aparato jurídico, 
de una ideología que la legitimara, justificara y que fuera transmitida a todo 



- Frente a la Aduana de Buenos Aires. Emeric Essex Vidal 

el conjunto social. Sus principios básicos eran: derecho de propiedad sobre las 
personas, derecho de propiedad sobre los niños mediante el control de la sexua-
lidad femenina, y el uso de la coerción y la violencia. La coerción fue usada para 
negar la libertad y mantener el status de propiedad, lo mismo que para institu-
cionalizar la relación amo-esclavo2. 

La existencia de esclavos y de libres generaba en la sociedad un concepto 
diferente del honor en el que el libre se distinguía por su tenencia, en tanto el 
esclavo carecía de él. La aspiración entonces era obtener la libertad, y con ella el 
honor y la dignidad. El derecho a comprar su propia libertad, la coartación o ma-
numisión, generaba en la sociedad americana una situación ambigua cruzada en 
el lenguaje de la época por la calidad y por el color, que en ambos casos conducían 
al desprestigio3. 

Esta condición de castas imponía numerosas limitaciones ya que eran el últi-
mo estamento social. En este sentido, una prohibición muy común era el aman-
cebamiento entre negros, mulatos, zambos o entre miembros de otras castas. Se 
aceptaba, no obstante, la cohabitación previo casamiento religioso. En otros casos, 
el esclavo solicitaba y recibía el permiso para vivir con su esposa e hijos alejado 
del núcleo familiar del amo. Dentro de la legislación española derivada de la Ley 
de las Siete Partidas, había algunas disposiciones que permitían la libertad de los 
esclavos. Por ejemplo: el dueño era padrino de uno o más hijos del esclavo; casa-
miento con persona libre, teniendo el permiso del propietario o amo, o negra obli-
gada a ser prostituta por el propietario. Pero en Buenos Aires estos casos fueron 
desconocidos o excepcionales, pues predominó la manumisión sobre la libertad 
por cualquiera de sus causales. También era común la disputa del esclavo con su 
amo acerca del derecho a pedir papel de venta y sobre el monto del jornal a tribu-
tar. Todo ello daba lugar también a reiterados litigios judiciales. 

Durante el período tardo-colonial, la esclavitud en el Río de la Plata no consti-
tuía un destino irreversible. Entre los intereses del esclavo se encontraba el dere-
cho a adquirir mediante el trabajo personal, lo que podemos llamar peculio libera-
torio, es decir dinero destinado a su manumisión. Entre 1776 y 1810 las libertades 



otorgadas a los negros esclavos, fueron aproximadamente 1.496. La manumisión 
en la realidad de los hechos, o por lo menos en la mayoría de ellos, era una compra 
de la libertad acordada entre el amo y el esclavo, por una suma de dinero. Este era 
obtenido por el esclavo en las actividades que desarrollaba cuando el patrón lo al-
quilaba o le permitía el ejercicio de algún oficio o actividad redituada. Del ingreso 
obtenido trabajando, tenía la obligación de entregar diariamente una suma fija al 
patrón, pudiendo quedarse con el resto. Ese importe acumulado formaba con el 
tiempo el monto pactado. 

Además del peculio liberatorio existía para el esclavo la posibilidad de adquirir 
otro tipo de peculio, vía donación por parte del amo, donde entre otras facultades, 
el esclavo podía disponer libremente de él e incluso comercializarlo, previa venia 
del amo. 

A lo anterior hay que agregar el agravamiento de la situación laboral, alimenta-
ria, sanitaria y social del negro, mulato o pardo que quedaba en condición de libre, 
acompañando de manera paralela a la situación de la población aborigen, también 
en disminuida y de relegada, en una sociedad regida por el blanco. Asimismo 
perdía la protección de la casa patronal y quedaba expuesto a las inseguridades 
de la sociedad liberal, que si bien le daba una libertad nominal, no la compensaba 
con protección sanitaria, educacional ni le proporcionaba trabajo con una remu-
neración que le permitiera solventar las necesidades mínimas del vivir cotidiano. 

Finalmente se llegó a la instancia definitiva de la causa en la que se resolvió 
a favor del negro libre "En vista de. la providencia de. esa Rl. Audiencia que me 
inserta en su oficio del 16 del corrte. he dispuesto se ponga inmediatamente en libertad 
al negro Josef de los Santos, y que se le entregue lo que ha devengado en los trabajos pu-
blicos de mi cargo, lo que aviso en contestación a su citado oficio. Bs. Ayrs. 18 
de octre. de 1802". 

(N/kaJ 

(1) Mayo, Carlos, Inmigración Africana. En: Temas de África y Asia. UBA, Buenos Aires, l993. 
(2) Cáceres, Rina (comp), Rutas de la Esclavitud en África y América Latina. Edit. Universi-

dad de Costa Rica, San José. 2001. 
(3) Mallo, Silvia, Experiencias de vida, formas de trabajo y búsqueda de libertad. En: Memoria 

del simposio la ruta del esclavo en el río de la plata: su historia y sus consecuencias, UNESCO, 2005. 
(4) Las Siete Partidas (o simplemente Partidas) es un cuerpo normativo redactado en Cas-

tilla, durante el reinado de Alfonso X (1252-1284), con el objetivo de conseguir una cierta 
uniformidad jurídica del Reino. Su nombre original era Libro de las Leyes, y hacia el siglo XIV 
recibió su actual denominación, por las secciones en que se encontraba dividida. 
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"Gaitan Ramón. Información de pobreza.' 

El procurador de pobres en lo Civil Mar-
tín José de Segovia solicitó el otorgamiento 

de Información de Pobreza a favor del soldado 
Blandengue retirado Ramón Gaitán para litigar 

contra su mujer Paula Lemos sobre divorcio. Para 
ello, peticionó que su defendido fuese declarado po-

bre solemne, es decir, persona digna de ser amparada por 
la caridad pública o privada, por haber pertenecido al cuerpo veterano de 
caballería encargado de proteger la frontera con el indio y por trabajar como 
labrador. 

Durante muchos años esa frontera estuvo resguardada únicamente por unos 
pocos fortines de estacas y adobe unidos a la defensa natural que representaba 
el río Salado. "¿No le voltearía a uno la risa la contemplación de esta fortaleza de las In-
dias? El fuerte entero no tenía en su circuito más de cien pasos; si este palenque de palos 
merece el nombre de fortaleza, entonces cada agricultor que en nuestro país ha cercado su 
granja con muros en derredor, tiene una fortaleza mucho mejor y más resistente. (^)"1. 

El origen de los Blandengues se remonta al año 1724, cuando en Santa Fe se 
formó un cuerpo de 100 hombres, pagados por el Cabildo con autorización real, 
para proteger a la ciudad de los ataques de los indios del Chaco. 

Recién en el año 1760, el Cabildo de Buenos Aires autorizó la creación de ar-
bitrios2 sobre los cueros, vinos y aguardiente, con el objeto de formar tres Com-
pañías de Blandengues destinadas al cuidado de la frontera y a prevenir la ame-
naza de los ataques indígenas, aunque su condición era precaria. 



- Trajes y soldados criollos. Florián Paucke 

"Para resguardo de tan dilatada frontera, sólo se hallan tres pequeños corrales deno-
minados Fuertes, desde. donde salían y entraban a caballo igual número de. Compañías 
tituladas de Blandengues, encargadas de guarnecerlos, al mando cada una de un Capitán 
e integradas además por un Alférez y treinta paisanos, que los conservaban en el mayor 
desgreño (a los Fuertes), sin que conociesen subordinación, tuviesen disciplina, gobierno 
interior, vestuario ni más armas que pequeñas y desiguales lanzas, y una que otra arma 
de fuego de diversos calibres y figuras"^. 

El virrey Juan José de Vértiz y Salcedo se preocupó por mejorar esta penosa 
situación, proveyendo un mayor número de efectivos, armamento y uniformes, 
por lo que afirmó en 1779: "Se ha logrado poner este cuerpo en estado respetable para 
algo más que indios"*. 

El Blandengue era la única carrera de las armas que podían seguir los crio-
llos. Los demás regimientos tenías su base de reclutamiento en España y estaban 
formados sólo por españoles, hasta la creación del Regimiento de Patricios en la 
víspera de la primera invasión inglesa en 1806. 

Resultaba de esta manera una destacada ocupación5 a la medida de los crio-
llos de la campaña, ya que se valoraba el conocimiento exacto del terreno que 
tenían nuestros baqueanos. 

Por Real Orden del 12 de septiembre de 1778 se elevó el número de fuertes en 
la frontera del Salado a 8 (San Juan Bautista de Chascomús, Guardia del Monte, 
Lobos, Navarro, Guardia de Luján, Carmen de Areco, Salto y Rojas). Cada uno 
de ellos con su respectivo Cuerpo de Blandengues, siendo la Guardia de Luján 
-hoy Mercedes- designada como Comandancia General del Cuerpo de Blanden-
gues, donde "se concentra el mayor efectivo del Cuerpo con 4 cañoncitos de batallón 
y las municiones correspondientes; abundancia de bizcochos, caballos, tabaco y algún 



- Blandengue. Mauricio Rugendas. 

aguardiente, para que tan pronto se tengan noticias de la entrada del enemigo a nuestro 
territorio, se los persiga hasta castigarlos como se merecen (^)". Sin embargo, para el 
año 1810, la Guardia del Luján presentaba un estado deplorable: "(^) esta fronte-
ra principal y Fuerte de su guardia situado en un bajo y a las orillas del río Luján 
no se. ven más que ruinas, tanto en los fosos y estacadas como en los baluartes y edificios, 
de adobe crudo y techos de paja casi inservibles; especialmente las cuadras de tropa, todo 
está ruinoso, debiendo el actual Comandante efectuar algunas reparaciones en las habita-
ciones principales para poder alojarse, aunque trabajosamente, en ellas La población 
que manifiesta haber tenido más de 300 vecinos, acaso alcance hoy a los 100 (...)"6. 

También se crearon tres Compañías de Blandengues en la Banda Oriental 
(Santo Domingo de Soriano, Víboras y Espinillo, y Montevideo), pero con un 
objetivo totalmente diferente: la protección de la frontera norte contra el avance 
de los portugueses, donde tuvo una destacada participación el Ayudante Mayor 
José Gervasio Artigas, futuro caudillo oriental. 

Como el ex soldado Ramón Gaitán prestó sus servicios en la compañía de la 
Guardia de Salto, el Procurador Segovia solicitó "se libre carta acordada al Juez de 
la Hermandad de. aquel partido para su citación, y que en el entretanto se. reciba la infor-
mación, por estar para asentarse los testigos de que se ha de valer (^)". 



La Real Audiencia hizo lugar a la petición del Procurador de Pobres y tomó 
declaración a los testigos: Pedro Martínez, dijo conocer a Ramón Gaitán desde 
hacía 8 años, "a quien tiene como pobre, sin que le conosca vienes a Lemos, mante-
niéndose como se mantiene en la Guardia del Salto con su travajo de. la siembra (^)"; 
Manuel Martines, vecino de la Guardia del Salto refirió que conocía a Gaitán y 
su mujer desde hacía 19 años y que éste "se mantiene por su trabajo en la labranza en 
tierras del Rey (^)"; Justo Sánches, natural de la Villa del Salto, "de edad según su 
aspecto de veinte y dos años, por no saber el testigo los que tiene", quien conocía al pe-
ticionante desde hacía 8 años y "lo tiene por pobre a quien no le conoce. bienes mas que 
aquellos muy eficaces para la labranza con los que se mantiene en tierras realengas 

Concluye este breve expediente de información de pobreza, donde los tes-
tigos avalan lo manifestado por el soldado Blandengue devenido en labrador. 
Acreditada su condición de pobre solemne, por no ser ni vago ni mal entreteni-
do, Ramón Gaitán pudo litigar contra su mujer con el patrocinio del Defensor 
de Pobres. 

otaS 
(1) Levene, Gustavo Gabriel, Nueva Historia Argentina. Tomo I, p. 296. 
(2) Los cabildos disponían para solventarse de los denominados propios y arbitrios, aunque 

su poder financiero era muy limitado. En principio, los propios eran los bienes de la ciudad 
(casas y tierras comunales) y los arbitrios eran los recursos que se obtenían por la percepción 
de ciertos derechos e impuestos (multas, introducción de vino y ganado a la ciudad, tránsito 
de puentes, ventas en pública subasta, despacho de bebidas, juegos y esparcimientos públi-
cos, etc.). Era frecuente que la recaudación de estos ramos se arrendase anualmente al mejor 
postor (Tau Anzoátegui, Víctor y Martiré, Eduardo, Manual de Historia de las Instituciones Ar-
gentinas, pp. 86-88. 

(3) Memoria del virrey Juan José de Vértiz y Salcedo a su sucesor, apartado "Defensa de Fron-
teras", cit. en Historia de la Gendarmería Nacional, Revista de Gendarmería Nacional. Cuaderno 3, 
p. 18. 

(4) Ruiz Moreno, Isidoro, Campañas militares argentinas. Tomo I, p. 30. 
(5) Los Cuerpos de Blandengues fueron elementos profesionales declarados veteranos en 

la Real Orden del virrey Vértiz del 3 de julio de 1784, es decir, en pie de igualdad con los 
Regimientos Fijo de Buenos Aires, de Dragones y del Real Cuerpo de Artillería. Historia de la 
Gendarmería Nacional, Revista de Gendarmería Nacional. Cuaderno 3, p. 18). 

(7) Ibíd., p. 19. 
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